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Quito D.M, 20 de julio de 2022 

 

CASO No. 2467-17-EP 

 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

EN EJERCICIO DE SUS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y 

LEGALES, EMITE LA SIGUIENTE 

 

SENTENCIA No. 2467-17-EP/22 

 

Tema: La Corte Constitucional analiza y descarta la alegada vulneración de los 

derechos a la tutela judicial efectiva, a la motivación y a la seguridad jurídica por parte 

de la jueza de instrucción que dictó un auto de sobreseimiento en un proceso penal y el 

tribunal de apelación que negó el recurso y confirmó dicho auto. Además, recuerda 

algunas de las obligaciones de los operadores de justicia relacionadas con el deber de 

investigar con debida diligencia estricta o reforzada los delitos de violencia sexual, 

particularmente contra niñas, niños o adolescentes.  

 

1. Antecedentes y procedimiento 

 

1.1. Antecedentes procesales 
 

 El 12 de septiembre de 2014, el fiscal a cargo de la Fiscalía de Adolescentes Infractores 

No. 2 del cantón Machala1 (en adelante “el fiscal”) dio inicio a la investigación previa 

por el presunto delito de violación2 cometido en contra de la niña A.F.Q.Q.3 (en 

adelante “la presunta víctima”), por parte de los adolescentes C.A.C.Q.4 y D.J.M.Q.5 

(en adelante “los adolescentes”)6.  

 

                                                             
1 El fiscal Richard Bonoso Vélez.   

2 Código Orgánico Integral Penal (“COIP”). Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 

2014. Art. 171.- Violación.- Es violación el acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro 

viril, por vía oral, anal o vaginal; o la introducción, por vía vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos 

distintos al miembro viril, a una persona de cualquier sexo. Quien la comete, será sancionado con pena 

privativa de libertad de diecinueve a veintidós años en cualquiera de los siguientes casos […]. 

3 Quien en la época de la denuncia tenía 4 años y 10 meses de edad. 

4 Quien en la época de la denuncia tenía 15 años y 9 meses de edad y es hermano por parte del lado materno 

de la presunta víctima.  

5 Quien en la época de la denuncia tenía 13 años y 9 meses de edad y es primo de la presunta víctima. 

6 El expediente constitucional es de carácter confidencial por razones legales con base en el artículo 5 

numeral 20 del COIP, en concordancia con los artículos 52 numeral 5 y 317 del Código Orgánico de la 

Niñez y Adolescencia y con el artículo 4 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de Procesos 

de la Corte Constitucional. En consecuencia, se mantendrá la confidencialidad respecto del nombre de la 

niña y de los adolescentes investigados y procesados, así como de sus representantes, en atención a lo 

prescrito en los artículos 44 y 66 numerales 19 y 20 de la Constitución de la República que consagran el 

principio de interés superior, los derechos a la protección de datos de carácter personal, así como la 

intimidad personal y familiar. Además, en función del artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del 

Niño, se utilizará indistintamente los términos “niñas”, “niños” o “adolescentes”, toda vez que el término 

“niño” abarca a “[…] todo ser humano menor de dieciocho años de edad […]”. 
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 En audiencia celebrada el 23 de marzo de 2015, el fiscal formuló cargos en contra de 

los adolescentes procesados por el presunto delito de violación en calidad de autores 

directos. La audiencia se celebró ante la titular de la Unidad Judicial de la Familia, 

Mujer, Niñez, Adolescencia y Adolescentes Infractores con sede en el cantón 

Machala7 (en adelante “la jueza de instrucción” o “la judicatura de instrucción”), quien 

dio inicio a la instrucción fiscal. Asimismo, por solicitud del fiscal, la jueza de 

instrucción ordenó la medida cautelar de internamiento preventivo8 y la prohibición 

de salida del país de los adolescentes procesados.  

 

 En audiencia de evaluación y preparatoria de juicio celebrada el 4 de junio de 2015, la 

jueza de instrucción acogió de forma oral el dictamen abstentivo formulado por la 

Fiscalía9, dictó sobreseimiento a favor de los adolescentes procesados y ordenó el cese 

de las medidas cautelares impuestas a los adolescentes procesados10 (en adelante “el 

primer sobreseimiento”).  

 

 El 31 de mayo de 2016, la jueza Marcia Elena Paute Cuenca avocó conocimiento de 

la causa, en su calidad de titular de la judicatura de instrucción11. Mediante auto de 13 

de octubre de 2016, declaró la nulidad de todo lo actuado de forma previa a la audiencia 

de evaluación. Sustentó su decisión señalando que la anterior titular de dicha judicatura 

no redujo a escrito el auto de sobreseimiento y que es su deber garantizar el principio 

de inmediación, en tanto “la suscrita no la pudo aplicar este principio [sic] por cuanto 

no se encontraba en funciones cuando se llevó a efecto la audiencia preparatoria 

[…]”. En consecuencia, dispuso que se lleve a cabo una nueva audiencia de evaluación 

y preparatoria de juicio.  

 

 En auto de 29 de noviembre de 2016, la jueza de instrucción corrió traslado a los 

sujetos procesales con un segundo dictamen abstentivo, dictado por la fiscal de 

Adolescentes Infractores No. 2 del cantón Machala12 en la misma fecha. Este dictamen 

fue elevado en consulta a la Fiscal Provincial de El Oro (en adelante “la fiscal 

provincial”), mediante auto emitido el 16 de diciembre de 2016 por la jueza de 

instrucción, con fundamento en el artículo 600 del Código Orgánico Integral Penal 

(“COIP”)13. El 24 de febrero de 2017, la fiscal provincial revocó el dictamen 

abstentivo elevado en consulta.  
                                                             
7 La causa fue sorteada fue Isela Emperatriz Ordoñez Muñoz. 

8 Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. Registro Oficial 737 de 3 de enero de 2003. Art. 330.- El 

internamiento preventivo.- El Juez sólo podrá ordenar el internamiento preventivo de un adolescente en 

los siguientes casos, siempre que existan suficientes indicios sobre la existencia de una infracción de acción 

pública y su autoría y complicidad en la infracción investigada: a) De los adolescentes que no cumplen 

catorce años de edad, en el juzgamiento de delitos […] violación […]. b) De los adolescentes que cumplen 

catorce años, en el juzgamiento de delitos sancionados en el Código Orgánico Integral Penal con pena 

privativa de libertad de más de cinco años. 

9 La fiscal Lleislayne Chuncho Pereira.  

10 La boleta de excarcelación se emitió el 4 de junio de 2015.  

11 Designada mediante resolución No. 365-2015 de 16 de noviembre de 2016 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura.  

12 La fiscal Lady Esther Cuenca Hernández.  

13 Código Orgánico Integral Penal. Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 2014. Art. 

600.- Dictamen y abstención fiscal.- […] Cuando se trate de un delito sancionado con pena privativa de 
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 Durante la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio celebrada ante la jueza de 

instrucción el 18 de mayo de 2017, la fiscal de primer nivel14 emitió dictamen 

acusatorio en contra de los adolescentes procesados en calidad de autores del presunto 

delito de violación, con base en el informe emitido por la fiscal provincial. Al concluir 

la audiencia, la jueza de instrucción resolvió y notificó el sobreseimiento de los 

procesados por considerar que los elementos de convicción presentados por la Fiscalía 

“[…] no permitían llamar a juicio a los procesados”, por ser insuficientes. En 

consecuencia, la jueza de instrucción dejó sin efecto las medidas cautelares “que se 

hubiesen impuesto” contra los adolescentes procesados. El 23 de mayo de 2017, la 

Fiscalía y la presunta víctima interpusieron recursos de apelación independientes. El 2 

de junio de 2017, se redujo a escrito el auto de sobreseimiento (en adelante “el segundo 

auto de sobreseimiento”). 

 

 El 22 de junio de 2017, se llevó a cabo la audiencia de fundamentación del recurso de 

apelación y, al concluir dicha diligencia, la Sala de la Familia, Mujer, Niñez y 

Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de El Oro (en adelante “el tribunal de 

apelación”) negó dicho recurso. En consecuencia, el tribunal de apelación confirmó el 

auto de sobreseimiento impugnado. Esta decisión se redujo a escrito el 28 de julio de 

2017.  

 

 El 28 de agosto de 2017, C.L.Q.C. (en adelante “el accionante”) presentó acción 

extraordinaria de protección por sus propios y personales derechos y por los que 

representa de su hija A.F.Q.Q., en contra del segundo auto de sobreseimiento dictado 

por la jueza de instrucción el 2 de junio de 2017, así como del auto que negó el recurso 

de apelación emitido por el tribunal de apelación el 28 de julio de 2017.  

  

1.2. Procedimiento ante la Corte Constitucional 
 

 El 2 de octubre de 2017, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional15 admitió a 

trámite la acción extraordinaria de protección No. 2467-17-EP. En sesión del Pleno de 

18 de octubre de 2017, la causa fue sorteada al entonces juez constitucional Francisco 

Butiñá Martínez. 

 

 En virtud del sorteo realizado en sesión del Pleno de 12 de noviembre de 2019, la 

sustanciación de la presente causa correspondió a la jueza constitucional Daniela 

Salazar Marín. 

 

 El 25 de febrero de 2022, la jueza sustanciadora avocó conocimiento de la causa y 

requirió a las judicaturas accionadas sus respectivos informes de descargo. Este 

                                                             
libertad de más de quince años o a pedido del acusador particular, la o el fiscal elevará la abstención en 

consulta a la o al fiscal superior, para que la ratifique o revoque […] Si la o el fiscal superior revoca la 

abstención, designará a otro fiscal para que sustente la acusación en audiencia […].  

14 La fiscal María Dolores Rodríguez Solórzano. 

15 Conformada por las entonces juezas constitucionales Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra 

y Ruth Seni Pinoargote.  
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requerimiento fue cumplido el 9 de marzo de 2022 por la jueza de instrucción y el 10 

de marzo de 2022 por una de las juezas del tribunal de apelación.  

 

2. Competencia 

 

 El Pleno de la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver la presente 

acción extraordinaria de protección de conformidad con lo previsto por los artículos 

94, 429 y 437 de la Constitución (“CRE”) y 58 y 191 número 2 literal d) de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (“LOGJCC”). 

 

3. Fundamentos de las partes 

 

3.1. Fundamentos de la acción y pretensión 
 

 El accionante considera que los autos impugnados vulneran los siguientes derechos 

constitucionales: a la tutela judicial efectiva16, al debido proceso en las garantías de 

defensa –de forma general–17 y de motivación18, a la no revictimización19 y a la 
seguridad jurídica20. Además, alega que se inobservaron las disposiciones 

constitucionales que reconocen el interés superior de niñas y niños21, la obligación de 

administrar justicia especializada22 y el principio dispositivo23 

 

3.1.1. Sobre las actuaciones pre procesales y procesales previas al segundo auto 

de sobreseimiento y al auto que negó el recurso de apelación del mismo 
 

 El accionante se refiere a las diversas actuaciones de la Fiscalía durante la 

investigación previa y relata que mediante impulso de 23 de octubre de 2014, el fiscal 

ordenó la recepción del testimonio urgente de la presunta víctima con la intervención 

de la perito designada por la Fiscalía, Jennifer Gonzáles. El accionante sostiene que 

dicha profesional no conocía “ni intervino de forma previa a la víctima” y, a su criterio, 

esta situación generó una vulneración del derecho al debido proceso en las garantías 

de defensa de su hija. 

 

 Con relación al primer sobreseimiento, el accionante alega:  

 
15.1. Que la jueza de instrucción permitió que un fiscal que actuó de forma temporal 

en la causa “[…] presente su dictamen abstenido [sic] de forma oral en una 

audiencia que no contempla ese tipo de actuaciones cuando debió presentarlo 

por escrito y en otro procedimiento […]” conforme el artículo 341 del Código 

                                                             
16 Constitución de la República del Ecuador. Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. Artículo 

75. 

17 Id. Artículo 76 numeral 7.  

18 Id. Artículo 76 numeral 7 literal l). 

19 Id. Artículo 78. 

20 Id. Artículo 82. 

21 Id. Artículo 44. 

22 Id. Artículo 81. 

23 Id. Artículo 168 numeral 6. 
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de la Niñez y Adolescencia. Para el accionante, esta actuación también 

constituyó una vulneración del derecho a la defensa de la presunta víctima.  

 

15.2. Que otra vulneración del derecho al debido proceso y las garantías de 

defensa se dio debido a que la jueza de instrucción no elevó el dictamen 

abstentivo en consulta de la Fiscalía Provincial previo a resolver el 

sobreseimiento, conforme lo dispone el artículo 600 numeral 3 del COIP. 

 

15.3. Que se vulneró el derecho a la defensa debido a que la jueza de instrucción 

únicamente anunció de forma oral la decisión de sobreseimiento y no se notificó 

por escrito dicha resolución. 

 

 A criterio del accionante, también se vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva 

en relación con el principio del interés superior de la niña presunta víctima y la 

obligación constitucional de contar con una justicia especializada y procedimientos 

expeditos para el juzgamiento de delitos sexuales contra niñas, niños y adolescentes. 

Para el accionante, en la sustanciación del proceso penal, lejos de utilizarse 

procedimientos especiales, el fiscal que formuló el dictamen que derivó en el primer 

sobreseimiento inobservó el artículo 344 del Código de la Niñez y Adolescencia al 

emitir el dictamen de forma oral y no por escrito. Por otra parte, sostiene que la jueza 

tampoco notificó el auto de sobreseimiento por escrito. Además, alega que en la causa 

intervinieron 10 fiscales distintos, 7 de ellos durante la investigación previa y que no 

todos ellos eran especializados. Según el accionante, las vulneraciones referidas “[…] 

se evidencia[n] en el resultado hasta ahora obtenido dentro del caso sub judice”.  

 

3.1.2. Sobre las decisiones judiciales impugnadas a través de la acción 

extraordinaria de protección 
 

 Para el accionante, el segundo auto de sobreseimiento y la negativa del recurso de 

apelación del mismo vulneran el derecho al debido proceso en la garantía de 

motivación. Considera que esta vulneración ocurrió porque las autoridades judiciales 

no se refieren ni analizan los elementos de convicción existentes en el expediente 

fiscal, los cuales –a su criterio– podrían constituir prueba en juicio debido a “[…] la 

contundencia de sus contenidos […]”. 

 

 El accionante sostiene que el auto de sobreseimiento vulneró la garantía de motivación 

debido a que, en el considerando quinto, la jueza de instrucción:  

 
18.1. No identificó en qué normas constitucionales o legales se basó para sustentar su 

conclusión relativa a una supuesta contradicción entre los informes de las valoraciones 

psicológicas realizadas a la presunta víctima. Al respecto, el accionante alega que la 

evaluación psicológica realizada por la psicóloga Erika Baldeón, previo al ingreso de la 

niña en la casa de acogida24, no tiene valor legal dentro del proceso pues no fue realizada 

por la perito designada, ni con base en una orden judicial dentro de la instrucción fiscal.  

                                                             
24 Durante la investigación previa, en impulso de 15 de septiembre de 2014 la fiscalía solicitó al titular del 

Juzgado Tercero de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de El Oro la medida de protección de 

acogimiento institucional a favor de la niña. Dentro del trámite de acogimiento institucional No. 0022-
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18.2. Señaló que el informe realizado por la psicóloga Mayra Rodríguez antes de que se 

presente la denuncia es el único que menciona de forma textual lo relatado por la presunta 

víctima, mientras que los llevados a cabo por “las peritos acreditadas” no sirven para 

constatar la existencia del delito. Para el accionante, ese razonamiento de la jueza 

pretende confundir al auditorio social, en tanto la única perito acreditada es la psicóloga 

Jaqueline Sacaquirín y no la psicóloga Erika Baldeón. Además, asegura que la 

ampliación del informe de la psicóloga Sacaquirín “[…] es contundente respecto de la 

agresión sexual a la que fue sometida [su] hija”. 

 

18.3. Demostró una “[…] poca determinación jurídica para emitir decisiones […]” al 

mencionar que el “[…] análisis de los contenidos basados en el criterio de [Statement 

Validity Assessment] SVA-CBCA se refiere a ser usado en ‘testigos’ más no [sic] en 

víctimas […]”. 

 

 En cuanto a la negativa del recurso de apelación, el accionante alega que existe una 

“visión miope del derecho a la motivación” por parte de los jueces del tribunal de 

apelación dado que, en el considerando tercero, numeral 3.3, éstos:  

 
19.1. También “[…] emiten criterio sobre la no concordancia de los informes psicológicos, sin 

enunciar norma constitucional o legal que haga prever y asumir en derecho tal criterio y 

como ya lo expresé, la psicóloga Erika Baldeón no era parte procesal […]”.  

 

19.2. Pretenden confundir al auditorio social, al concluir que la víctima únicamente comentó 

con la psicóloga Mayra Rodríguez el relato que compartió con su padre. Para el 

accionante, esto no responde a la realidad, pues “[…] la víctima sí refiere y con claridad 

a la Psicóloga Jaqueline Sacaquirín Valles lo sucedido en su contra, en los mismos 

términos que lo dijo a la psicóloga Mayra Rodríguez”. 

 

 Con relación a las dos decisiones impugnadas, el accionante señala que los jueces 

accionados vulneraron el derecho al debido proceso en las garantías de defensa y de 

motivación, en tanto no “[…] se explicó jurídicamente el por qué resultaban 

irrelevantes los suficientes elementos de convicción constantes del proceso con los 

que se podía determinar la existencia de la materialidad del hecho denunciado como 

la responsabilidad de los procesados”. A criterio del accionante, los jueces no 

relacionaron las normas y principios con los hechos materia de la denuncia y el proceso 

penal.  

 

 Por otro lado, el accionante alega que la jueza de instrucción, así como el tribunal de 

apelación vulneraron el derecho a la tutela judicial efectiva al: 

 
ADUC[IR] QUE LA VÍCTIMA NO DICE NADA DE LOS HECHOS SUCEDIDOS 

EN SU CONTRA CUANDO SE LE TOMA EL testimonio anticipado o urgente en LA 

Cámara de Gesell, SITUACIÓN QUE NO DEBE SORPRENDER debido a que la 

víctima contaba con cuatro años de edad para ese entonces, peor aún, si la fiscalía 

                                                             
2014G, en auto de 16 de septiembre de 2014, el juez Gabriel Romero Carrión ordenó el acogimiento 

institucional, con base en el artículo 232 del Código de la Niñez y Adolescencia. Esta medida fue revocada 

después del primer sobreseimiento dictado a favor de los adolescentes procesados. 
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ordenó que otra psicóloga de la propia institución que nunca antes conoció ni mucho 

menos intervino a la víctima realice el procedimiento en la cámara de Gesell […] 

(el énfasis corresponde al original). 

 

 Adicionalmente, el accionante alega que se vulneró el derecho a la tutela judicial 

efectiva y al debido proceso en tanto la jueza de instrucción y los jueces del tribunal 

de apelación sustentaron su conclusión consistente en que no se acreditó la 

materialidad de la infracción en los resultados de los exámenes médicos realizados en 

sus cavidades anal y vaginal, a pesar de que desde el inicio denunció que la violación 

se dio por vía oral. Agrega que en ningún momento del proceso se realizó una 

valoración de su cavidad bucal.  

 

 Además, el accionante cita jurisprudencia interamericana sobre la investigación de 

denuncias de violencia sexual y agrega que en el caso de su hija, si bien existen 

posibles divergencias en los relatos expuestos ante las distintas personas que la 

evaluaron, las autoridades no consideraron que tales hechos se relacionan con un 

momento traumático de su vida, cuyo impacto puede derivar en ciertas imprecisiones 

al recordarlos. Al respecto, agrega que las autoridades judiciales accionadas no 

debieron simplemente asumir que no hubo infracción y dictar el sobreseimiento por 

las supuestas inconsistencias entre los informes psicológicos. En ese sentido, también 

sostiene que las autoridades judiciales accionadas no tomaron en cuenta elementos de 

convicción adicionales, como “[…] los informes psicológicos presentados por las 

psicólogas Mayra Rodríguez y Jaqueline Sacaquirin [que acreditan que] la víctima 

padece de trastornos emocionales producto de su exposición a hechos traumáticos 

como fue la agresión sexual cometida en su contra […]”.  

 

 El accionante alega que las autoridades judiciales accionadas vulneraron el derecho 

de su hija a la no revictimización, particularmente en la obtención y práctica de la 

prueba. El accionante sostiene este argumento al señalar que se debió tomar en cuenta 

“[…] que la víctima era una tierna niña que no entendía lo que le sucedía, como para 

designar a otra psicóloga que la intervenga en la Cámara de Gesell […]”. Agrega que 

“[…] para el momento en que se le tomó el procedimiento en la Cámara, ya había 

sido abordada e intervenida por dos psicólogas a quienes indica con claridad lo 

sucedido […]”. Al respecto, el accionante sostiene que “[…] si la fiscalía deseaba 

requerir el testimonio de mi tierna hija, lo haga con una de las dos profesionales dado 

que se estableció empatía, con lo que, el momento traumático que vivió A.F.Q.Q. 

durante aquel procedimiento no tenía razón de ser y lo más importante le garantizaba 

que la niña, una vez más, cuente lo hecho por sus agresores”. Además, el accionante 

afirma que los jueces accionados no tomaron en cuenta esto y consideraron que la 

ausencia del relato de la niña en la tercera valoración psicológica implicaba que los 

hechos denunciados no ocurrieron.  

 

 El accionante también alega que las autoridades judiciales accionadas vulneraron el 

derecho a la seguridad jurídica, en concordancia con el principio dispositivo, en 

tanto el auto de sobreseimiento se dictó sin tomar en cuenta que el dictamen abstentivo 

emitido por la fiscal de primer nivel fue dejado sin efecto por la fiscal provincial. 
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Agrega que la fiscal provincial consideró que sí existían “[…] suficientes elementos 

de convicción que hacen presumir la existencia de la materialidad del hecho 

denunciado y la responsabilidad de los procesados” y que el tribunal de apelación 

restó importancia a este hecho y dejó a la víctima en indefensión, al señalar que la 

fiscal provincial no fundamentó su decisión al resolver la consulta puesta en su 

conocimiento. Además, el accionante señala que el auto de sobreseimiento se 

fundamentó en la supuesta existencia de dos dictámenes abstentivos cuando, en 

realidad, el primero de ellos fue declarado nulo en auto de 13 de octubre de 2016.  

 

 En consecuencia, el accionante solicita que se acepte la acción extraordinaria de 

protección, que se declare la vulneración de los derechos que alega como vulnerados 

y que se deje sin efecto el auto impugnado de 28 de julio de 2017, emitido por el 

tribunal de apelación dentro de la causa No. 07205-2015-01054.  

 

3.2. Posición de la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez, Adolescencia y 

Adolescentes Infractores con sede en el cantón Machala 
 

 En su informe, tras exponer los antecedentes del proceso penal, la jueza de instrucción 

accionada cita normas relacionadas con la titularidad exclusiva de la acción penal 

pública por parte de la Fiscalía. 

 

 Además, se refiere a los artículos 453, 498 y 455 del COIP relacionados con la 

finalidad de la prueba, los medios de prueba y el nexo causal entre la infracción y la 

persona procesada, respectivamente. A continuación, describe los elementos de 

“prueba” documental, testimonial y pericial que obran del proceso penal y señala que 

tras el análisis de los mismos, concluyó que los elementos que constan en el dictamen 

acusatorio fiscal son insuficientes “[…] para presumir la existencia del delito o 

participación de los adolescentes, por cuanto no existió nexo casual […]”. Al 

respecto, argumenta que “[…] el juzgador debe tener convencimiento de la 

culpabilidad penal, en el caso particular, de los adolescentes procesados, más allá de 

toda duda razonable […]”, en virtud del artículo 5 numeral 3 del COIP. Agrega que, 

en el caso concreto, “[…] a lo mucho existen meras presunciones de versiones e 

informes […]” lo que, a su criterio, no era suficiente para continuar con la fase de 

juzgamiento. La jueza añade que dictó el auto de sobreseimiento con fundamento en 

el artículo 605 numeral 2 del COIP y que, además de lo anterior, consideró que la 

Fiscalía sostuvo que su acusación se basó en la directriz de la fiscal provincial.  

 

 Finalmente, manifiesta que el auto de sobreseimiento cumple “[…] con todas las 

normas constitucionales y legales inherentes a la causa, garantizando el derecho de 

las partes a recurrir incluso llegando a la presente ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE 

PROTECCIÓN […]”. 

 

3.3. Posición de la jueza de la Sala de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de 

la Corte Provincial de Justicia de El Oro 
 



 

 

 

                                                   

                                             Sentencia No. 2467-17-EP/22 

Jueza ponente: Daniela Salazar Marín 

 

 9 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel.(593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

 La jueza provincial Elizabeth Gonzaga Márquez sostiene en su informe que la causa 

“[…] fue resuelta en el marco de la verdad procesal […]” y que se encontraban en 

tensión no solo los derechos de la presunta víctima, sino también los de los 

adolescentes procesados. Agrega que se cumplió con lo dispuesto en los artículos 308 

y 309 del Código de la Niñez y Adolescencia, así como “[…] los principios de 

imparcialidad, inmediación, legalidad y justicia”. 

 

 La jueza provincial afirma que el auto impugnado cumplió con la garantía de 

motivación porque enuncia las normas jurídicas aplicables y contiene un análisis 

individualizado de “las pruebas controvertidas” y cita extractos de dicha decisión. La 

jueza sostiene que del texto citado se desprende que “[…] ha realizado la 

argumentación sobre la pertinencia aplicativa de las normas invocadas a las 

circunstancias probatorias del caso concreto, en sujeción al derecho a la tutela 

judicial efectiva”.  

 

 Por otro lado, la jueza provincial sostiene que la demanda de acción extraordinaria de 

protección desnaturaliza la garantía, pretende una valoración probatoria e incurre en 

los supuestos contemplados en los numerales 3 y 5 del artículo 62 de la LOGJCC.  

 

 Finalmente, la jueza afirma que no ha existido falta de diligencia de su parte y su 

actuación garantizó los derechos de las partes procesales involucradas en el proceso 

penal.  

 

4. Cuestión previa 

 

 El accionante identifica como decisiones impugnadas al segundo auto de 

sobreseimiento dictado por la jueza de instrucción el 2 de junio de 2017 y al auto que 

negó el recurso de apelación emitido por el tribunal de apelación el 28 de julio de 2017. 

Sin perjuicio de ello, su demanda contiene alegaciones sobre lo que considera 

vulneraciones a derechos constitucionales originadas en actuaciones preprocesales por 

parte de la Fiscalía (párr. 14 supra), así como la formulación del dictamen de forma 

oral, lo que derivó en el primer sobreseimiento (párrs. 15 y 16 supra). En consecuencia, 

es pertinente tomar en cuenta que en el marco de la acción extraordinaria de protección, 

la Corte Constitucional tiene competencia para pronunciarse sobre posibles 

vulneraciones a derechos constitucionales y al debido proceso originadas en 

sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia25. Es decir, las 

alegadas vulneraciones a derechos deben haber sido causadas por las acciones u 

omisiones de las autoridades jurisdiccionales en el ámbito de sus competencias. En 

consecuencia, las actuaciones realizadas por la Fiscalía durante la investigación previa 

                                                             
25 Constitución de la República del Ecuador. Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. Artículo 

94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se 

haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución […]. Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. Registro Oficial Suplemento No. 52 de 22 de octubre 

de 2009. Art. 58.- Objeto.- La acción extraordinaria de protección tiene por objeto la protección de los 

derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con fuerza de 

sentencia […].  
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escapan el objeto de la acción extraordinaria de protección26, sin perjuicio de que son 

materia del control jurisdiccional que deben realizar las juezas y jueces de garantías 

penales en el marco de sus competencias, quienes sí emiten decisiones susceptibles de 

ser objeto de acción extraordinaria de protección. 

 

 Con relación a los cargos expuestos en los párrafos 15 y 16 supra, se observa que el 

accionante considera que las vulneraciones alegadas se originaron en las actuaciones 

fiscales previas al primer sobreseimiento, así como en la falta de notificación por 

escrito por parte de la jueza de instrucción. Sin embargo, de lo expuesto en los párrafos 

3 y 4 supra se desprende que el primer sobreseimiento, así como la audiencia de 

evaluación y preparatoria de juicio, fueron declarados nulos mediante auto de 13 de 

octubre de 2016. En dicha decisión, una nueva jueza de instrucción declaró la nulidad 

por considerar que, dado que no estuvo presente en la audiencia de evaluación de 4 de 

junio de 2015, no puede garantizar el principio de inmediación al reducir a escrito el 

sobreseimiento dictado por la anterior titular de la judicatura. La nulidad declarada 

tuvo el efecto de que se realice una nueva formulación y sustentación del dictamen 

fiscal. En consecuencia, dado que el primer sobreseimiento fue dejado sin efecto, éste 

tampoco constituye objeto de acción extraordinaria de protección.  

 

 Por lo expuesto, se verifica una excepción válida al principio de preclusión27 con 

relación a las actuaciones fiscales y a las actuaciones dejadas sin efecto por la jueza de 

instrucción. El análisis continuará respecto de los argumentos formulados contra las 

decisiones judiciales impugnadas en la acción extraordinaria de protección que fueron 

emitidas con posterioridad al primer sobreseimiento.  

 

5. Análisis constitucional 

 

 Los problemas jurídicos en una acción extraordinaria de protección surgen, 

principalmente, de los cargos formulados por la parte accionante, es decir, de las 

acusaciones que esta dirige al acto procesal objeto de la acción por considerarlo lesivo 

de derechos constitucionales28. Un cargo contiene una argumentación mínimamente 

completa si reúne, al menos, los siguientes tres elementos: 

 
[…] la afirmación de que un derecho fundamental se vulneró (la tesis), el 

señalamiento de la acción u omisión judicial de la autoridad judicial que habría 

ocasionado la vulneración (la base fáctica) y una justificación que muestre por qué 

la acción u omisión acusada vulnera el derecho fundamental en forma directa e 

inmediata (la justificación jurídica)29. 

 

 Según se desprende de la demanda y de la sección 3.1.2 supra, el accionante considera 

que el segundo auto de sobreseimiento y la negativa del recurso de apelación respecto 

de este vulneran sus derechos constitucionales a la tutela judicial efectiva (artículo 75 

                                                             
26 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1337-17-EP/22 de 6 de abril de 2022, párr. 28. 

27 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 154-12-EP/19 de 20 de agosto de 2019, párr. 52. 

28 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1967-14-EP/20 de 13 de febrero de 2020, párr. 16. 

29 Id., párr. 18.  
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de la CRE), al debido proceso (artículo 76 de la CRE) en las garantías de defensa 

(numeral 7) y de motivación (numeral 7 literal l), a la no revictimización (artículo 78 

de la CRE) y a la seguridad jurídica (artículo 82 de la CRE). 

 

 Previo a formular los problemas jurídicos a resolverse en la presente acción, es 

necesario señalar que el accionante sustenta varios de los cargos formulados contra los 

actos impugnados en argumentos relacionados con la valoración de los elementos de 

convicción por parte de las judicaturas accionadas, así como en lo que el accionante 

considera una contundente evidencia de la materialidad de la infracción y la 

responsabilidad penal de los adolescentes procesados30. A criterio del accionante, estos 

argumentos ameritaban un auto de llamamiento a juicio, en lugar de un auto de 

sobreseimiento, por lo que estima que la decisión de las autoridades judiciales vulneró 

los derechos constitucionales alegados en la presente acción. Esta Corte identifica que 

a través de dichos argumentos, el accionante pretende que este Organismo valore los 

elementos de convicción que obran del expediente fiscal y se pronuncie sobre la 

corrección o no del sobreseimiento. No obstante, el análisis de las cuestiones fácticas, 

probatorias y de aplicación del derecho ordinario escapan del ámbito de la acción 

extraordinaria de protección. En consecuencia, no procede que esta Corte tome en 

cuenta tales alegaciones a efectos de formular los problemas jurídicos a resolverse en 

la presente acción, ni que se pronuncie sobre el fondo de las mismas. 

 

 Por otra parte, el accionante considera que las autoridades judiciales accionadas no se 

refirieron ni analizaron los elementos de convicción que obran del proceso31, sin 

exponer una justificación jurídica que explique cómo aquello habría originado la 

alegada vulneración del contenido de la garantía de motivación. Además, el accionante 

alega que los jueces no relacionaron las normas y principios aplicados con los hechos 

materia del proceso penal, lo que a su criterio, ocasionó la vulneración de sus derechos 

al debido proceso en las garantías de defensa y de motivación32. El accionante no 

identifica con claridad qué garantías de defensa –distintas a la garantía de motivación– 

resultaron vulneradas (tesis), ni la justificación jurídica para explicar cómo la base 

fáctica invocada ocasionó de forma directa e inmediata las vulneraciones alegadas en 

las decisiones impugnadas. En consecuencia, la demanda carece de argumentos 

completos33 con relación a la presunta vulneración del derecho al debido proceso en 

las garantías de defensa y de motivación. A pesar de ello, realizando un esfuerzo 

razonable, esta Corte analizará si los autos impugnados vulneraron la garantía de 

motivación, por carecer de una fundamentación suficiente.  

 

 Por otro lado, el accionante considera que las autoridades judiciales accionadas 

vulneraron el derecho a la tutela judicial efectiva por cuanto emitieron su decisión con 

base en los resultados de las valoraciones médicas incompletas34 y evaluaciones 

psicológicas que no tomaron en cuenta las condiciones particulares de la presunta 

                                                             
30 Por ejemplo, en los cargos sintetizados en los párrafos 18, 19, 20, 21, 23 y 24 supra. 

31 Según lo expuesto en el párrafo 17 supra.  

32 Argumento detallado en el párrafo 20 supra.  

33 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1967-14-EP/20 de 13 de febrero de 2020, párr. 18. 

34 Conforme se expone en el párrafo 22 supra.  
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víctima35. Además, el accionante afirma que la inobservancia de tales condiciones 

particulares, como el delito acusado y su edad, ocasionaron una vulneración al derecho 

a la no revictimización, concretamente en el momento de la obtención y práctica de 

las valoraciones psicológicas36. Estos cargos se sustentan en presuntas actuaciones y 

omisiones de la Fiscalía durante la obtención de los elementos de convicción que 

pasaron a formar parte del proceso penal, mas no en la actuación u omisión de las 

autoridades judiciales accionadas37. Tampoco existe una explicación sobre cómo la 

conducta de las judicaturas accionadas derivó de forma directa e inmediata en las 

vulneraciones acusadas. Sin embargo, el accionante señala que las autoridades 

judiciales tampoco tomaron en cuenta las particulares condiciones de la presunta 

víctima al momento de resolver. En consecuencia, a pesar de que no existen 

argumentos completos38, realizando un esfuerzo razonable, esta Corte analizará si 

existió una vulneración a la tutela judicial efectiva, en cuanto al derecho a tener 

respuesta a la pretensión39 en observancia del principio de debida diligencia40, con base 

en la alegación relativa a que las autoridades judiciales accionadas no habrían 

considerado las situaciones particulares de la presunta víctima.  

 

 Finalmente, el accionante alega la vulneración de su derecho a la seguridad jurídica y 

el principio dispositivo, debido a que el auto de sobreseimiento no consideró que la 

fiscal provincial revocó el dictamen abstentivo de la fiscal de primer nivel41 y 

supuestamente se fundamentó en la existencia de dos dictámenes abstentivos, a pesar 

de que uno de ellos fue declarado nulo. Para el accionante, las autoridades judiciales 

accionadas debieron tener en cuenta que la fiscal provincial consideró que sí existían 

elementos de convicción suficientes y el sobreseimiento dejó en indefensión a la 

presunta víctima. Sin perjuicio de que no se observa una explicación clara acerca de 

las razones por las que el accionante considera que la actuación acusada afecta el 

contenido del derecho a la seguridad jurídica, haciendo un esfuerzo razonable la Corte 

analizará la presunta vulneración del derecho a la seguridad jurídica.  

    

 Por lo expuesto, el análisis constitucional continuará a partir de los siguientes 

problemas jurídicos:  

 

¿Los autos impugnados vulneraron la garantía de motivación, por carecer de una 

fundamentación suficiente? 

                                                             
35 Según lo sintetizado en los párrafos 21, 23 y 24 supra. 

36 Conforme lo expuesto en el párrafo 24 supra.  

37 Por lo que tales argumentos carecen de base fáctica.  

38 De lo que también se desprende una ausencia de justificación jurídica.  

39 En la sentencia No. 889-20-JP/21, de 10 de marzo de 2021, esta Corte determinó que el primer 

componente del derecho a la tutela judicial efectiva consiste en el derecho al acceso a la administración de 

justicia (párr. 110) que se concreta en “el derecho a la acción y el derecho a tener respuesta a la pretensión” 

(párr. 112). 

40 El cual, según la referida sentencia No. 889-20-JP/21, no reconoce un derecho (párr. 127), sino un 

principio que debe respetarse en todo momento del proceso y puede analizarse con relación a cualquier 

componente de la tutela judicial efectiva (párrs. 128, 131 y 132).  

41 Según lo sintetizado en el párrafo 25 supra.  
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¿Los autos impugnados vulneraron el derecho a la tutela judicial efectiva, en la 

dimensión de obtener respuesta a las pretensiones del ahora accionante en 

observancia al principio de debida diligencia? 

¿Los autos impugnados vulneraron el derecho a la seguridad jurídica? 

 

5.1. ¿Los autos impugnados vulneraron la garantía de motivación, por carecer 

de una motivación suficiente? 
 

 El accionante considera que las autoridades judiciales accionadas no se habrían 

referido ni habrían analizado los elementos de convicción que obran del proceso y que 

tampoco habrían relacionado las normas y principios con los hechos. A su criterio, ello 

habría originado la vulneración al derecho al debido proceso en la garantía de 

motivación.  

 

 La garantía de motivación está reconocida en el artículo 76 numeral 7 literal l) de la 

Constitución42. La sentencia No. 1158-17-EP/21, sistematizó la jurisprudencia de esta 

Corte con relación a la garantía de motivación y determinó que ésta se satisface en 
tanto la decisión que se analiza contenga una argumentación jurídica que cuente con 

una “[…] estructura mínimamente completa, es decir, integrada por estos dos 

elementos: (i) una fundamentación normativa suficiente, y (ii) una fundamentación 

fáctica suficientev” (el énfasis corresponde al original y se ha omitido la nota al final 

contenida en el texto citado)43.  

 

 Una fundamentación jurídica suficiente “[…] debe contener la enunciación y 

justificación suficiente de las normas y principios jurídicos en que se funda la decisión, 

así como la justificación suficiente de su aplicación a los hechos del caso”44. Además, 

ésta no se agota en la enunciación de las normas o principios, “[…] sino que debe 

entrañar un razonamiento relativo a la interpretación y aplicación del Derecho en las 

que se funda la resolución del caso”45. Por su parte, la fundamentación fáctica 

suficiente implica una relación con los hechos dados por probados dentro del 

proceso46. La suficiencia de fundamentación jurídica o fáctica dependerá “[…] del 

estándar de suficiencia que sea razonable aplicar en el tipo de causa de que se trate” 

(énfasis omitido), lo que incluye a la etapa procesal en la que se emita la decisión.  

 

                                                             
42 Constitución de la República del Ecuador. Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. “Artículo 

76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 

derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: […] 7. El derecho de las personas 

a la defensa incluirá las siguientes garantías: […] l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 

motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en 

que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos 

administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. 

Las servidoras o servidores responsables serán sancionados” (énfasis añadido). 

43 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1158-17-EP/21 de 20 de octubre de 2021, párrs. 57 a 

61. 

44 Id., párr. 61.1.  

45 Ibídem. 

46 Id., párr. 61.2. 
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 El cargo del accionante se fundamenta en una supuesta falta de análisis de los 

elementos de convicción y de explicación de la pertinencia de las normas aplicadas 

con relación a los hechos materia del proceso penal, en el auto de sobreseimiento y en 

el auto que negó la apelación interpuesta contra éste. De ahí que, a continuación se 

analizará si la argumentación de los autos impugnados contiene una fundamentación 

normativa y una fundamentación fáctica suficientes. Antes de proceder, es preciso 

enfatizar que “[l]a garantía de la motivación no incluye un derecho al acierto o a la 

corrección jurídica de las resoluciones judiciales”47, lo que implica que, al realizar tal 

análisis, esta Corte Constitucional se encuentra impedida de pronunciarse sobre lo 

acertado o no del razonamiento expuesto por la judicatura accionada en dicha decisión. 

El examen de la Corte Constitucional debe centrarse y limitarse a verificar la existencia 

de vulneraciones a derechos constitucionales originados de forma directa e inmediata 

en la decisión judicial impugnada48, con base en el contenido de los derechos que se 

invocan como vulnerados. 

 

 En el acápite “TERCERO” del auto de sobreseimiento, la jueza de instrucción señala 

que la acusación fiscal se fundamentó en los artículos 42, 39 y 171 numeral 3 del COIP 

e incluye la exposición de los elementos de convicción presentados por la Fiscalía, con 

descripciones y citas de fragmentos relevantes de cada uno de dichos elementos49. 

Asimismo, la jueza de instrucción detalla los argumentos y elementos de descargo 

aportados por la defensa de los adolescentes procesados50 quienes consideran que han 

sido revictimizados por la “reapertura” del proceso penal y solicitan que se dicte el 

                                                             
47 Id., párr. 28. 

48 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 1162-12-EP/19 de 2 de octubre de 2019, párr. 61. 

49 Los elementos de convicción aportados por la fiscalía, que se encuentran mencionados y descritos en el 

auto de sobreseimiento son: el oficio del Ministerio de Salud Pública que da cuenta de la solicitud de 

evaluación psicológica e investigación, realizada por el padre de la presunta víctima; la partida de 

nacimiento de la niña; la denuncia verbal presentada por el padre, en la cual consta un relato de los hechos 

transcrito en el auto de sobreseimiento; el acta de reconocimiento de la denuncia; la denuncia y versión 

rendidas por el padre de la víctima en la Fiscalía Provincial de El Oro; el acta de posesión de la perito 

Mercy Mora, que realizó la investigación de trabajo social de la presunta víctima, así como su informe de 

trabajo social y su versión rendida en la fiscalía; el informe psicológico emitido por Yaqueline Sacaquirín 

y su respectiva ampliación; el informe de la psicóloga Mayra Rodríguez, de la Clínica Rosa Vivar, así como 

su versión rendida en la fiscalía; el informe de investigación realizado por el cabo primero de policía de 

DINAPEN, Walter Calvopiña; la versión rendida por la madre de la niña; la versión de la perito Mercy 

Mora; la versión de la tía paterna de la niña; el informe psicológico Erika Fajardo, psicóloga de la casa de 

acogida “La casita de mis sueños”; el acta de la pericia realizada por el policía Robert Parrales González al 

CD de audio y video que contiene el testimonio anticipado de la víctima.  

50 Como parte de dichos argumentos, del auto de sobreseimiento se desprende que la defensa de los 

adolescentes procesados alegó que el informe médico se basa únicamente en versiones del padre, que no se 

ha especificado la fecha de las presuntas agresiones, que la denuncia no contiene datos específicos. La 

defensa de los adolescentes procesados agregó que de la denuncia únicamente se desprenden las diferencias 

que mantiene con su ex conviviente, madre de la niña, y que el denunciante “[…] insiste en una sanción a 

la madre” y que de los informes de las distintas profesionales que han evaluado a la niña se evidencia que 

ésta ha manifestado que sus padres pelean mucho y se ha visto afectada por la separación de los mismos. 

En el auto de sobreseimiento también constan referencias y transcripciones de las partes pertinentes de las 

versiones de los adolescentes procesados, sus madres y una compañera universitaria del padre de la víctima. 

Asimismo, la defensa de los procesados señaló lo que consideran contradicciones, inconsistencias y 

criterios que no permiten determinar la existencia del delito ni la responsabilidad de los adolescentes 

procesados, dentro de los distintos informes periciales que obran del expediente.  
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sobreseimiento. En el acápite “CUARTO” del auto impugnado, la jueza de instrucción 

realiza un recuento de los hechos que consideró probados, con base en los elementos 

de convicción de cargo y de descargo aportados por las partes, que constan detallados 

en el acápite “TERCERO”.  A continuación, en el acápite “QUINTO”, la jueza de 

instrucción analiza “los informes de las diligencias de investigación que fiscalía ha 

realizado en la presente causa, y que son de vital importancia para la fundamentación 

del presente auto”, entre los que se encuentran: el informe médico sobre la valoración 

física de la niña, la valoración psicológica realizada a la niña y el testimonio anticipado 

rendido por la niña en cámara de Gesell. De dicho análisis, la jueza de instrucción 

concluye:  

 
[q]ue la niña no relata los hechos denunciados por su progenitor, no responde a las 

preguntas de la señora psicóloga de tal manera que insinúe o se refiera al presunto 

delito […] es decir existen tres informes psicológicos realizados a la niña […] de 

los cuales, dos de ellos concuerdan al no establecerse hechos relativos a una 

presunta violación, y sólo uno de ellos establece la existencia del presunto delito; 

por lo tanto se concluye que, el informe médico únicamente indica que en la vulva 

posee apariencia normal, aunque ligero eritema (semajante a escaldadura), himen 

normal, ano normal; así mismo, que en el testimonio anticipado la presunta víctima 

no manifiesta ningún hecho relativo a la presunta violación denunciada, pese a las 

preguntas sugestivas que le hiciera la psicóloga, la referida versión por si sola tiene 

toda credibilidad, teniendo en cuenta para ello lo que nos enseña la jurisprudencia 

en lo relativo a los delitos sexuales, que en su parte pertinente expresa ‘que en los 

delitos de esa naturaleza, el criterio de apreciación de la prueba es mucho más 

amplio que en otra clase de delitos’ porque se considera que muy dificilmente o 

nunca existirá prueba directa de testigos presenciales u otra clase de medios de 

convicción; y por último existen informes psicológicos contradictorios; sin embargo, 

únicamente el informe realizado por la señora psicóloga del Centro de Desarrollo 

Integral ‘Rosa Vivar’ manifiesta los hechos relatados por el denunciante; mientras 

que los informes psicológico realizados por la señora peritos acreditadas [sic] por 

el Consejo de la Judicatura no indican ningún hecho relativo a la presunta 

violación; por otro lado, dichos informes psicológicos no indican cuál es el análisis 

de contenidos basados en criterio de SVA-CBCA; esto es, Statemente [sic] Validity 

Assessment, el cual se encarga del estudio contenido en la declaración del testigo; 

es decir, determinar si su calidad y sus contenidos son indicativos de una narración 

generada a partir de registros de memoria, o si son producto de la invención, la 

fantasía o la influencia de otra persona; por otro lado, es necesario en este punto 

considerar que, durante la tramitación de la causa, se ha emitido dos dictámenes 

abstentivos: el primero de ellos fue declarado nulo, por cuanto no se había reducido 

a escrito la decisión oral de la señora Jueza que conocía la causa en ese entonces; 

luego se emite otro dictamen abstentivos [sic], por parte de la señora Fiscal 

especializada en Adolescentes en conflicto con la ley penal, del cual solicitó el 

denunciante se eleve a consulta a la señora Fiscal Provincial de El Oro; sin 

embargo, los dos Fiscales que conocían la causa concordaron en que no existen 

elementos de convicción suficientes para acusar del delito de violación a los 

adolescentes procesados; El COIP ha previsto que el juzgador pueda dictar auto de 

sobreseimiento, cuando concluya que los hechos no constituyen delito o que los 

elementos en los que el fiscal ha sustentado su acusación no son suficientes para 

presumir la existencia del delito o participación de la persona procesada, como 
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señala el numeral 2 del artículo 605 del COIP. Por lo tanto, y con las 

consideraciones expuestas, la suscrita Jueza RESUELVE, dictar el presente AUTO 

DE SOBRESEIMIENTO a favor de los adolescentes procesados […]  

 

 De lo anterior se desprende que, en el auto de sobreseimiento impugnado, la jueza de 

instrucción ofreció una justificación jurídica suficiente, pues expuso las normas y 

principios en los que fundamentó su decisión y ofreció una explicación sobre la 

pertinencia de su aplicación a los hechos puestos en su conocimiento. Asimismo, 

expuso una fundamentación fáctica suficiente, en la medida en que tomó en cuenta los 

elementos de convicción aportados por los sujetos procesales, realizó una valoración 

y análisis de los mismos y tomó la decisión con base en lo que consideró que tales 

elementos de convicción aportaron al proceso. En consecuencia, se descarta la alegada 

vulneración del derecho al debido proceso en la garantía de motivación en el auto de 

sobreseimiento de 2 de junio de 2017. 

  

 Por otra parte, en el auto que negó el recurso de apelación contra el auto de 

sobreseimiento, entre los apartados 2.1 y 2.4, el tribunal de apelación se refiere al 

contenido de los derechos constitucionales a la motivación, a la seguridad jurídica, al 

debido proceso y a la tutela judicial efectiva, así como a los principios del sistema de 

administración de justicia a la luz de las normas jurídicas que los reconocen51 y de 

sentencias de la Corte Nacional de Justicia y de la Corte Constitucional. 

Posteriormente, el tribunal de apelación expuso los argumentos expuestos por los 

sujetos procesales durante la audiencia de fundamentación del recurso de apelación.  

 

 En el acápite “TERCERO” del auto, el tribunal de apelación se refiere a los artículos 

308 y 309 del Código de la Niñez y Adolescencia52 y establece que su competencia en 

esta causa radica en  “[…] establecer en ese caso concreto si efectivamente el fallo del 

juez de instancia se ajusta a la realidad objetiva respecto de las pruebas de cargo y 

de descargo aportadas por las partes, respecto a la existencia material de la 

infracción, como la responsabilidad de los adolescentes procesados […]”. Además, 

entre los apartados 3.1.1 y 3.1.7, el tribunal de apelación expone los elementos de 

convicción de cargo con base en los cuales la fiscalía y la defensa de la presunta 

víctima consideran que existe sustento suficiente para llamar a juicio. Por otra parte, 

entre los apartados 3.2.1 y 3.2.10 el tribunal de apelación detalla los elementos de 

convicción y argumentos de descargo planteados por la defensa de los adolescentes 

procesados, quien sostiene que éstos han sido revictimizados y que no existen 

elementos para acreditar la existencia de la infracción, ni para presumir la 

responsabilidad penal de los procesados.  

 

 En los apartados 3.3 y 3.3.1, el tribunal de apelación realiza consideraciones sobre los 

delitos sexuales, la justicia para adolescentes en conflicto con la ley penal y los 

elementos del tipo penal de violación. En el apartado 3.3.2, el tribunal de apelación 

                                                             
51 El auto menciona los artículos 75, 76, 82 y 169 de la Constitución, así como al artículo 4 numeral 9 de 

la LOGJCC y los artículos 4 y 9 del COFJ.  

52 Relacionados con el principio de legalidad y los objetivos de la investigación y determinación de 

responsabilidad, por el presunto cometimiento de delitos. 
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expone su propio análisis acerca de los elementos de convicción que obran del proceso 

penal, en el cual detalla: el informe médico de la profesional de la salud del Hospital 

Teófilo Dávila que realizó el examen físico de la presunta víctima, el informe de la 

psicóloga Mayra Rodríguez del Centro de Atención Integral Rosa Vivar, el informe de 

la psicóloga Jaqueline Sacaquirin, el informe de la trabajadora social Mercy Mora, las 

versiones de los adolescentes procesados y sus madres, el informe de la psicóloga 

Erika Baldeón del centro de acogida “La casita de mis sueños”, las versiones de 

compañeros universitarios del padre de la presunta víctima y el informe pericial 

respecto del archivo de audio en que consta el testimonio anticipado de la niña. Tras 

el examen de dichos elementos de convicción, el tribunal de apelación sostiene:  

 
Ahora bien, revisadas que han sido todas las pericias realizadas tanto por 

psicólogas, médico, trabajadora social, los mismos no son concordantes entre sí, a 

fin de tener presunciones serias, claras y fundadas sobre el cometimiento de un 

presunto delito y la posible responsabilidad, para que se pueda sancionar a una 

persona por dicho hecho, pues para ello es necesario que se cumplan ciertos 

presupuestos legales de manera particular el nexo causal, establecido en el art. 455 

del Código Orgánico General de Procesos [sic] esto es el nexo causal entre la 

infracción y la persona procesada, basado en hechos reales, a través de un medio 

de prueba y nunca en presunciones.  

En el caso en análisis no existen indicios claros y precisos que hagan presumir la 

existencia material de la infracción […] 

Por lo que las valoraciones psicológicas al no ser concordantes entre sí, no son 

suficientes para presumir algún tipo de responsabilidad […] situaciones que 

llevaron inclusive a fiscalía a abstenerse de acusar en dos ocasiones […] el mismo 

que se declaró nulo […] el segundo dictamen fiscal abstenido [sic] fue emitido […] 

de conformidad a lo dispuesto en el Art. 344 inciso primero del Código de la Niñez 

y Adolescencia y Art. 600 del Código Orgánico Integral Penal, dictamen que fue 

revocado por la señora fiscal provincial, sin que contenga una fundamentación 

jurídica tendiente a justificar que existan indicios sobre el cometimiento de la  

infracción por parte de los adolescentes, refiriéndose únicamente a la necesidad de 

que se continúe con el tramite respectivo.  

El Código de la Niñez y Adolescencia, cuanto la Constitución de la República y la 

ley penal protege al menor de la injerencia abusiva de terceros en el ámbito sexual, 

ya sea que pertenezca a su mismo sexo o a uno diferente, no cabe duda que este tipo 

de infracciones, nadie mejor que la agraviada para identificar al ofensor, de ahí que 

este Tribunal no tiene la certeza de los hechos cuando en autos consta informes 

psicológicos realizados a la presunta víctima, los cuales no son concordantes entre 

sí, del testimonio anticipado de la menor, rendido en la cámara de Gessel el mismo 

no es contundente respecto de la existencia de la materialidad de la infracción, 

puesto que nada dice en el mismo con respecto a los hechos denunciados. […] 

 De todo lo expuesto se concluye, que este Tribunal concuerda con el criterio 

jurídico de la jueza A-quo que ha procedido a dictar el correspondiente Auto de 

Sobreseimiento a favor de los adolescentes […] porque en efecto no existe la certeza 

de la materialidad de la infracción, ni la responsabilidad, pues Fiscalía, ni quien 

denuncio probaron el hecho acusado, en consecuencia no se destruyó la presunción 

de inocencia de los adolescentes, amparada en el Art.76.2 de la Constitución de la 

República.  

 



 

 

 

                                                   

                                             Sentencia No. 2467-17-EP/22 

Jueza ponente: Daniela Salazar Marín 

 

 18 

 

        Quito: José Tamayo E10-25 y Lizardo García. Tel.(593-2) 394-1800 

www.corteconstitucional.gob.ec    Guayaquil: Calle Pichincha y Av. 9 de Octubre. Edif. Banco Pichincha 6to piso 

            email: comunicacion@cce.gob.ec 

 Con base en lo expuesto, esta Corte verifica que el tribunal de apelación expuso los 

principios y normas jurídicas en los que fundamentó su decisión, explicó la pertinencia 

de su aplicación respecto de los antecedentes de hecho y tomó su decisión con base en 

un análisis de los elementos de convicción que obran del proceso. Así, el auto de 28 

de julio de 2017, que negó el recurso de apelación y confirmó el sobreseimiento, 

contiene una fundamentación jurídica suficiente y una fundamentación fáctica 

suficiente, por lo que se descarta una vulneración de la garantía de motivación a la luz 

de los cargos bajo análisis. 

 

5.2. ¿Los autos impugnados vulneraron el derecho a la tutela judicial efectiva, 

en la dimensión de obtener respuesta a las pretensiones del ahora accionante 

en observancia al principio de debida diligencia? 
 

 Para el accionante, las autoridades judiciales accionadas no tomaron en cuenta las 

particulares condiciones de la presunta víctima al dictar los autos impugnados en la 

presente acción, por lo que vulneraron el derecho constitucional a la tutela judicial 

efectiva y el derecho a la no revictimización.  
 

 La Constitución reconoce que:  

 
Art. 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 

efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los 

principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El 

incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley. 

 

 La Corte Constitucional ha sido consistente en sostener que el derecho a la tutela 

judicial efectiva está compuesto por los siguientes derechos: i) el derecho al acceso a 

la administración de justicia; ii) el derecho a un debido proceso judicial; y iii) el 

derecho a la ejecutoriedad de la decisión53. Además, ha señalado que el derecho de 

acceso a la administración de justicia se concreta en el derecho de acción y el derecho 

de obtener una respuesta a la pretensión planteada54. La alegación del accionante se 

relaciona con el derecho de acceso a la justicia, concretado el derecho a obtener una 

respuesta a la pretensión, en los términos expresados en este párrafo.   

 

 Por otro lado, la Corte ha señalado que la debida diligencia no es un derecho y tampoco 

un elemento que compone el derecho a la tutela judicial efectiva; sino que constituye 

un principio procesal reconocido en el artículo 172 de la Constitución55. El principio 

procesal de la debida diligencia “enuncia un deber de los servidores judiciales” y su 

inobservancia “no implica necesariamente una vulneración de derechos”56. Además, 

la Corte ha determinado que este principio debe respetarse en todo momento procesal, 

lo que incluye a los derechos de acceso a la justicia, debido proceso y ejecución de la 

                                                             
53 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 889-20-JP/21 de 10 de marzo de 2021, párr. 110. 

54 Id., párr. 112.  

55 Id., párr. 127. 

56 Ibíd.  
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sentencia que conforman el derecho a la tutela judicial efectiva57. Según el accionante, 

los jueces accionados no habrían tomado en cuenta la particular condición de la 

presunta víctima ni la especificidad del delito acusado. En consecuencia, esta Corte 

analizará si las autoridades judiciales accionadas vulneraron el derecho del accionante 

a obtener respuesta de su pretensión, en inobservancia del principio de debida 

diligencia.  

 

 El artículo 3 de la Constitución establece como deber primordial del Estado el 

“[g]arantizar  sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos 

en la Constitución”.  La obligación de garantizar derechos encuentra una de sus 

manifestaciones en el deber de investigar y juzgar el cometimiento de conductas que 

supongan una vulneración a tales derechos58, incluyendo las conductas delictivas. Las 

actividades de investigación y sanción deben realizarse en observancia del principio 

de debida diligencia, lo que “[…] exige que el órgano que investiga lleve a cabo todas 

aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado que se 

persigue”59, tomando en cuenta que son obligaciones de medio. Al reconocer el 

derecho a la integridad física, psíquica, moral y sexual, como parte del derecho a la 

integridad personal, el artículo 66 numeral 3 literal b) de la Constitución contempla la 

obligación del Estado de adoptar las medidas para prevenir, eliminar y sancionar toda 

forma de violencia, incluyendo la violencia sexual. 

 

 Además, la Constitución contiene varias normas que protegen de manera reforzada a 

las mujeres víctimas de violencia sexual. El artículo 35 de la Constitución reconoce 

que tanto las niñas, niños y adolescentes, como las víctimas de violencia sexual, son 

personas que merecen atención prioritaria y establece el deber del Estado de prestar 

atención especial a quienes presenten más de una condición de vulnerabilidad. Por su 

parte, el artículo 38 numeral 4 establece la obligación del Estado de adoptar medidas 

de “[p]rotección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual 

o de cualquier otra índole, o negligencia que provoque tales situaciones” y el artículo 

46 numeral 3 contiene una disposición idéntica con relación a niñas, niños y 

adolescentes. Por otro lado, el artículo 81 establece la necesidad de que la ley 

contemple procedimientos expeditos y especializados para el juzgamiento de delitos 

sexuales y de los delitos, en general, cometidos contra niñas, niños y adolescentes, 

entre otros.  

 

                                                             
57 Id., párr. 128. 

58 De forma análoga, la obligación internacional de garantía de los derechos humanos está conformada por 

los deberes de prevenir, investigar, juzgar y reparar las vulneraciones a tales derechos. Corte IDH. Caso 

Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 04, párr. 166; 

Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 184; Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Serie C No. 100, párr. 100. 

59 Corte IDH. Caso de las Hermanas Serrano Cruz vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 83; Caso Velásquez Paiz vs. Guatemala. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de agosto de 2005. Serie C No. 

307, párr. 143.  
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 Sobre el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia, lo que incluye la 

violencia sexual, en la sentencia No. 363-15-EP/21, esta Corte reiteró lo determinado 

en el artículo 81 de la Constitución citado en el párrafo precedente y agregó:  

 
89. […] En este contexto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

[“CIDH”] ha determinado que el acceso a la justicia de mujeres víctimas de 

violencia debe involucrar tanto una dimensión jurídica como material, en el sentido 

de que no solamente demanda ‘la existencia formal de recursos judiciales, sino 

también a que éstos sean idóneos para investigar, sancionar y reparar las 

violaciones denunciadas’; por esta razón, ‘una respuesta judicial efectiva frente a 

actos de violencia contra las mujeres comprende la obligación de hacer accesibles 

recursos judiciales sencillos, rápidos, idóneos e imparciales de manera no 

discriminatoria, para investigar, sancionar y reparar estos actos, y prevenir de esta 

manera la impunidad’32.  

 

90. El acceso a la justicia especializada y expedita a mujeres víctimas de violencia 

y miembros del núcleo familiar, exige además la corrección de problemas 

estructurales percatados en la administración de justicia que obstaculizan una 

repuesta efectiva a los casos de violencia contra mujeres, como la prevalencia de 

patrones culturales discriminatorios; la falta de aplicación y desconocimiento de la 

normativa nacional e internacional que protege los derechos de las mujeres; las 

condiciones inadecuadas para la recepción de las denuncias y la carencia de 

recursos para tramitarlas; los formalismos innecesarios que derivan en 

procedimientos complicados y largos; la falta de información y asesoría 

profesional; la inexistencia o insuficiencia de lugares de acogida para las víctimas; 

la inaplicación o ineficacia de los mecanismos y medidas de protección; la falta de 

articulación entre las instancias sanitarias y las judiciales; entre otros33. (Se ha 

omitido la referencia a los pies de página 32 y 33 que constan en el texto citado). 

 

 En un caso como el que originó la presente acción extraordinaria de protección, el 

principio de debida diligencia está orientado por la naturaleza del delito que se acusó 

–violación– así como por las condiciones particulares de la presunta víctima, debido a 

su sexo60 y a su condición de menor de dieciocho años61. En otras palabras, las 

                                                             
60 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994), 

conocida como Convención de Belém do Pará, dispone: “Artículo 7.- Los Estados Partes condenan todas 

las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin 

dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 

siguiente: […] b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra 

la mujer; […]” (énfasis añadido). 

61 Sin perjuicio del hecho de que las personas procesadas también eran niños, lo que también amerita la 

adopción de medidas especiales por parte de los operadores de justicia. Merece especial atención que la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Carvajal Carvajal y otros vs. Colombia. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018) ha sostenido que “193. […] las niñas y los niños 

tienen derechos especiales a los que corresponden deberes específicos por parte de la familia, la sociedad 

y el Estado. Además, su condición exige una protección especial debida por este último y que debe ser 

entendida como un derecho adicional y complementario a los demás derechos [reconocidos] a toda 

persona” (énfasis añadido). Por ello, el principio de debida diligencia en un caso como el que originó la 

presente acción también implica que los operadores de justicia orienten su actuación en el principio de 

interés superior del niño y la doctrina de protección integral que ampara a los adolescentes en conflicto con 

la ley penal. Al respecto: Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 15-19-CN y acumulados/22 de 
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actuaciones de los operadores de justicia deben estar orientadas por una debida 

diligencia reforzada62. Aquello implica, entre otros aspectos, que la investigación debe 

iniciar y continuar de forma oficiosa63 y llevarse a cabo “de manera inmediata, 

exhaustiva, seria e imparcial y debe estar orientada a explorar todas las líneas 

investigativas posibles que permitan la identificación de los autores del delito, para 

su posterior juzgamiento o sanción”64. 

 

 En el caso de la investigación de delitos sexuales, la debida diligencia reforzada 

implica, entre otros aspectos, que:  

 
i)la declaración de la víctima se realice en un ambiente cómodo y seguro, que le 

brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma 

tal que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, 

sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada 

si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las 

consecuencias de la violación; iv) se realice un examen médico y psicológico 

completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que 

la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si 

así lo desea; v) se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje 

diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, realizando estudios para 

determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas como la ropa de 

la víctima, la investigación inmediata del lugar de los hechos y garantizando la 

correcta cadena de custodia, y vi) se brinde acceso a asistencia jurídica a la víctima 

durante todas las etapas del proceso65.  

 
 Además, dada la naturaleza de las agresiones de carácter sexual, los operadores de 

justicia deben tener en cuenta que éstas no necesariamente se verán reflejadas en un 

examen médico, toda vez que “no todos los casos de violencia y/o violación sexual 

ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de un examen 

médico”66. Lo que implica que la ausencia de hallazgos en el examen médico no puede 

derivar, de forma automática, en una desestimación de los hechos denunciados. 

                                                             
19 de enero de 2022, párr. 50. Aquello incluye la aplicación de un enfoque diferenciado en la investigación 

y juzgamiento, tomando en cuenta que los adolescentes se diferencian de los adultos tanto en los aspectos 

físicos, como en los psicológicos. 

62 Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otras vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 178.  

63 Id., párr. 175. Según la Corte IDH, el deber de investigar es una obligación de oficio, que debe ser 

asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como la mera gestión de intereses ajenos. En 

similar sentido, en la sentencia No. 363-15-EP/21 de 2 de junio de 2021, párr. 46, esta Corte Constitucional 

determinó que en los casos de violencia contra la mujer y miembros del núcleo familiar, o en casos de 

violencia de género, existen actuaciones procesales que son de exclusiva competencia y responsabilidad de 

los operadores de justicia.  

64 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe de acceso a la justicia para las mujeres 

víctimas de violencia en las Américas (2007), párr. 41. En similar sentido, la sentencia constitucional No. 

108-14-SEP-CC de 23 de julio de 2014, pág. 13.  

65 Corte IDH. Caso Rosendo Cantú y otras vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 178. 

66 Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 329. 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J2FsZnJlc2NvJywgdXVpZDonMGE2YmFkNWEtZjEyMC00YWFmLTlmZTYtYmU2Mjg0Y2QyOGJkLnBkZid9
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Asimismo, la falta de evidencia médica no puede disminuir ni desacreditar la veracidad 

del testimonio de la presunta víctima67. Como lo ha señalado esta Corte anteriormente, 

en materia de violencia contra la mujer, “los operadores de justicia deben tener en 

consideración los testimonios de las presuntas víctimas y los registros de denuncias 

presentadas por las mismas”68, lo que no obsta que el análisis de los operadores de 

justicia deben evaluar todas las circunstancias y elementos disponibles y respetar las 

garantías del debido proceso de la persona procesada. Además, es preciso tener en 

cuenta que:  

 
[…] la calificación jurídica de los hechos que utilice la presunta víctima en sus 

declaraciones tiene que ser valorada tomando en cuenta el significado comúnmente 

dado a las palabras utilizadas, el cual no necesariamente corresponde a su 

definición jurídica. Lo relevante es evaluar si los hechos descritos, y no la 

calificación jurídica dada a los mismos, fueron consistentes69. 

 

 La condición de menor de edad involucra una vulnerabilidad particular de niñas y 

niños, frente a las violencias en general y a la violencia en particular70. Esta 

vulnerabilidad exacerbada impone al Estado la obligación de adoptar “[…] una amplia 

variedad de medidas que abarcan todos los sectores públicos [las cuales] deben 

aplicarse y ser efectivas para prevenir y combatir toda forma de violencia”71. Además, 

si bien “[…]corren peligro los niños de ambos sexos, la violencia suele tener un 

componente de género” 72. En ese sentido, conviene tener presente que la 

vulnerabilidad frente a violaciones de derechos de las niñas “[…] puede verse 

enmarcada y potenciada, debido a factores de discriminación histórica que han 

contribuido a que las mujeres y niñas sufran mayores índices de violencia sexual”73. 

 

 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (“Convención Belém do Pará”) establece que, al adoptar las distintas 

obligaciones derivadas de dicho instrumento, los Estados deberán tomar en particular 

consideración la situación de vulnerabilidad en razón de diversos factores, entre los 

                                                             
67 Id., párr. 333. 

68 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 363-15-EP/21 de 2 de junio de 2021, párr. 63.  

69 Corte IDH. Caso J. vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 

noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 324. 

70 Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 13: Derecho del niño a no ser objeto de 

ninguna forma de violencia, 18 de abril de 2011, Doc. CRC/C/GC/13, párr. 72.f). La particular 

vulnerabilidad de niñas o niños frente a distintas formas de violencia se da “[…] porque no ha concluido 

aún su crecimiento y desarrollo neurológico, psicológico, social y físico”.  

71 Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 13: Derecho del niño a no ser objeto de 

ninguna forma de violencia, 18 de abril de 2011, Doc. CRC/C/GC/13, párr. 39. 

72 Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 13: Derecho del niño a no ser objeto de 

ninguna forma de violencia, 18 de abril de 2011, Doc. CRC/C/GC/13, párr. 72.f). 

73 Corte IDH. Caso V.R.P. y V.P.C. y otros vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 156. Citando: Informe de la Relatora 

Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, 13 de junio de 2017, UN Doc. 

A/HRC/35/30, párrs. 21 y 100 y Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer, 

Recomendación General N° 35: sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se 

actualiza la Recomendación General N° 19, 26 de julio 2017, UN Doc. CEDAW/C/GC/35, párr. 10. 
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que se encuentra ser menor de edad74. Aquello implica la implementación de una 

justicia especializada, apropiada y sensibilizada en materia de género y también en 

materia de derechos de niñas, niños y adolescentes75.  En consecuencia, las autoridades 

del Estado a cargo de las investigaciones y procesos relacionados con violencia contra 

de niñas y adolescentes, especialmente si se trata de violencia sexual, así como a cargo 

de la implementación de medidas de protección, acompañamiento y reparación, deben 

actuar con un nivel particular de cuidado76. 

 

 Además, la debida diligencia reforzada o estricta en casos de violencia sexual contra 

niñas, niños o adolescentes debe promover el ejercicio de derechos con un enfoque 

integral. Entre otros aspectos, las y los operadores de justicia deben regir sus 

actuaciones con base en los principios de no discriminación77, interés superior78, 

evolución de facultades79, celeridad y con perspectiva tanto de niñez80 como de 

género81, esto último incluye la comprensión de que la violencia sexual es una 

manifestación de la discriminación contra la mujer. Asimismo, se deberá garantizar el 

derecho de las niñas o niños a ser escuchados, tomando en cuenta su autonomía 

progresiva, edad, grado de comprensión y nivel de madurez82, así como todas las 

garantías del debido proceso que les asisten.  

 

 Los cargos formulados por el accionante se centran en explicar los motivos por los que 

considera que el sobreseimiento y su confirmación se sustentaron en valoraciones 

médicas incompletas y evaluaciones psicológicas que no consideraron las condiciones 

particulares de su hija. Además, considera que existió revictimización en la obtención 

y práctica de las valoraciones psicológicas de la niña. Sin perjuicio de que esta Corte 

estime necesario recordar algunas de las obligaciones de los operadores de justicia en 

cuanto a la debida diligencia reforzada en la investigación de violencia sexual, resulta 

imprescindible enfatizar, una vez más, que el objeto de la acción extraordinaria de 

protección a la luz del artículo 94 de la Constitución no permite a la Corte analizar las 

actuaciones u omisiones de la Fiscalía durante la etapa preprocesal de investigación 

previa o durante la etapa procesal de instrucción fiscal. Tales actuaciones pueden y 

deben ser controladas por las juezas y jueces de garantías penales, en las distintas 

etapas del proceso penal y conforme sus competencias. En consecuencia, esta Corte se 

encuentra impedida de determinar si las valoraciones médicas y psicológicas y demás 

                                                             
74 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994). 

Artículos 7, 8 y 9.  

75 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), Recomendación General 

No. 33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia. CEDAW/C/GC/33, 3/agosto/2015, párr. 39. En similar 

sentido: CIDH, Informe de Fondo, N˚ 54/01, Maria Da Penha Fernandes (Brasil), 16 de abril de 2001. 

76 Corte IDH. Caso V.R.P. y V.P.C. y otros vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 156. 

77 Corte IDH. Caso V.R.P. y V.P.C. y otros vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 

y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 350, párr. 158.  

78 Id., párrs. 158 y 291.  

79 Id., párr. 158. 

80 Id., párr. 165. 

81 Id., párrs. 289 y 291.  

82 Id., párrs. 158 y 161. 
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elementos de convicción fueron obtenidos en cumplimiento del deber de debida 

diligencia o si las actuaciones u omisiones de la Fiscalía ocasionaron vulneraciones a 

derechos constitucionales. 

  

 Con relación a las actuaciones de las autoridades judiciales accionadas, también debe 

reiterarse que el carácter extraordinario de la presente acción impide que este 

Organismo se convierta en una instancia adicional o se pronuncie sobre cuestiones de 

derecho ordinario. De ahí que, no corresponde que esta Corte determine la corrección 

de las decisiones de las autoridades judiciales penales accionadas en la presente causa, 

de sobreseer a los adolescentes procesados, o de negar el recurso de apelación y 

confirmar el sobreseimiento. Tampoco corresponde que la Corte valore si los 

razonamientos efectuados por las autoridades judiciales accionadas fueron adecuados 

o no.   

 

 Lo que corresponde analizar en la presente causa, tomando en cuenta las alegaciones 

del accionante, es si las autoridades judiciales accionadas respondieron las 

pretensiones y evaluaron las condiciones particulares de la víctima, en observancia del 

principio de debida diligencia. En este punto, merece la pena recordar que “[e]l acceso 

a la justicia no implica que la respuesta judicial sea favorable a la pretensión o a los 

intereses de las partes procesales”83 (énfasis omitido).    

 

 Para ello, cabe destacar que según el artículo 601 del COIP, la finalidad de la etapa de 

evaluación y preparatoria de juicio de un proceso penal consiste en:  

 
[…] conocer y resolver sobre cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, 

competencia y procedimiento; establecer la validez procesal, valorar y evaluar los 

elementos de convicción en que se sustenta la acusación fiscal, excluir los elementos 

de convicción que son ilegales, delimitar los temas por debatirse en el juicio oral, 

anunciar las pruebas que serán practicadas en la audiencia de juicio y aprobar los 

acuerdos probatorios a que llegan las partes.  

 

 Conforme el artículo 602 del COIP, “[l]a etapa de evaluación y preparatoria de juicio 

se sustenta en la actuación fiscal […]” y la decisión de la jueza o el juez de garantías 

penales puede derivar en un sobreseimiento o en un llamamiento a juicio. De lo 

anterior se desprende que la pretensión dentro de la etapa de evaluación y preparatoria 

de juicio consiste, entre otras, en que la o el juzgador analice el dictamen fiscal, los 

elementos de convicción, los argumentos de los demás sujetos procesales y determine 

si corresponde llamar a juicio a los procesados, o emitir un sobreseimiento a su favor. 

Adicionalmente, en materia de adolescentes en conflicto con la ley penal, durante la 

etapa intermedia se puede llegar a una terminación anticipada del proceso penal o a 

una suspensión del mismo, en virtud del artículo 356 del Código de la Niñez y 

Adolescencia84 y de los principios de mínima intervención y excepcionalidad de la 

                                                             
83 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 889-20-JP/21 de 10 de marzo de 2021, párr. 118. 

84 Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. Registro Oficial 737 de 3 de enero de 2003. Artículo 356.- 

Audiencia de Evaluación y preparatoria de juicio.[…] 4. En la audiencia se podrá presentar propuestas 

de conciliación, suspensión del proceso a prueba o remisión.   
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privación de libertad que rigen dicha justicia especializada. El diseño del sistema 

procesal penal ecuatoriano limita la obtención de los elementos de convicción de cargo 

y de descargo a la etapa de instrucción fiscal85.  

 

 En la especie, la pretensión de la acusación pública y de la representación de la víctima 

se enmarcó en el dictamen acusatorio formulado por el órgano titular de la acción penal 

pública y la de la defensa en la solicitud de sobreseimiento con base en los argumentos 

y elementos de descargo planteados. De la revisión integral de las decisiones 

impugnadas se observa que tanto la jueza de instrucción, como el tribunal de apelación, 

dieron una respuesta a la pretensión, acorde a la etapa procesal correspondiente. 

Además, ambas judicaturas consideraron la naturaleza específica del delito sexual y 

sus implicaciones. La jueza de instrucción reconoció que, en materia de delitos 

sexuales, las versiones de las presuntas víctimas por sí solas deben tener credibilidad 

y la amplitud que debe tenerse en la apreciación de las pruebas86. Por su parte, el 

tribunal de apelación tomó en cuenta la calidad de niña de la presunta víctima, así 

como la protección especial de las niñas y niños frente a “la injerencia abusiva de 

terceros en el ámbito sexual [y que] no cabe duda que [en] este tipo de infracciones, 

nadie mejor que la agraviada para identificar al ofensor”87. 

 

 Además, ambas judicaturas notaron y realizaron consideraciones relacionadas con la 

deficiencia en la práctica del examen médico realizado a la niña. En el considerando 

“QUINTO” del auto de sobreseimiento, la jueza de instrucción analiza:  

 
 […] por otro lado, el informe médico constante de fojas 51 a 55, establece que el 

motivo de la consulta es por cuanto la niña presenta cierta conducta y su padres 

[sic] solicita la valoración psicológica de su hija, y la menor había manifestado a 

su padre que los agresores la obligaron a que permita introducir el miembro viril 

de ello [sic] en la boca de la menor habiendo existido también tocamiento y 

manipulación de los genitales de la niña; en dicho examen se establece que la vulva 

posee apariencia normal, aunque ligero eritema (semajante a escaldadura), himen 

normal, ano normal; sin embargo, pese a que el motivo de la consulta era una 

presunta violación por vía oral, la médico no realiza ningún tipo de prueba o examen 

en dicha cavidad, con lo cual no hay armonía entre los hechos denunciados y la 

investigación realizada; […] 

  

 Al respecto, tras emitir su decisión de sobreseer a los adolescentes procesados, la jueza 

también dispuso:  

 
En virtud de la actuación de la Dra. María del Carmen Lituma, médico del Hospital 

Teófilo Dávila de la ciudad de Machala, quien pese a la versión del progenitor de 

la presunta víctima, respecto de la presunta violación vía oral, únicamente realizó 

                                                             
85 Código Orgánico Integral Penal (“COIP”). Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 

2014. Art. 590.- Finalidad.- La etapa de instrucción tiene por finalidad determinar elementos de 

convicción, de cargo y descargo, que permita [sic] formular o no una acusación en contra de la personas 

procesada. 

86 Véase párrafo 48 supra.  

87 Véase párrafo 52 supra. 
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el examen de la vía vaginal y anal, se dispone oficiar a dicho Hospital a fin de que 

procedan a realizar la investigación pertinente […].  

 

 En el apartado 3.3.2 del auto que negó el recurso de apelación el tribunal de apelación 

consideró:   

 
En el caso en análisis no existen indicios claros y precisos que hagan presumir la 

existencia material de la infracción por cuanto de la valoración del certificado 

médico de la niña realizado por la Dra. María del Carmen Lituma, no precisa que 

hubiese ocurrido ningún tipo de agresión sexual en su contra, más aun cuando ni 

siquiera se precisa la fecha en que ocurrieron los hechos, sin considerar que la 

denuncia y hechos que relata su padre […] siempre hacen relación a una violación 

de tipo bucal que había sido abusada sexualmente, conforme ella misma lo menciona 

en su informe, sin que conste del proceso alguna pericia realizada en la cavidad 

bucal que justifique dicho hecho.  

 

 La resolución del tribunal de apelación consistió en negar el recurso y confirmar el 

auto de sobreseimiento impugnado, lo que incluye la disposición relacionada con la 

investigación de la actuación de la profesional de la salud que atendió a la niña.  

 

 De lo expuesto se desprende que la jueza de instrucción y los jueces del tribunal de 

apelación sí tomaron en cuenta que el examen médico únicamente exploró las 

cavidades vaginal y anal, a pesar de que la denuncia se refería a una violación por vía 

oral. Además, la jueza de instrucción dispuso a la casa de salud que se inicien las 

investigaciones pertinentes respecto de la actuación de la profesional de la salud. La 

decisión de la jueza de instrucción fue confirmada por el tribunal de apelación.  

 

 En conclusión, las autoridades judiciales accionadas respondieron las pretensiones de 

los sujetos procesales –relacionadas con la posibilidad de llamar a juicio o sobreseer a 

los adolescentes procesados– con base en los elementos de convicción de cargo y de 

descargo actuados dentro del proceso. Además, dentro del marco de sus competencias, 

respetaron el principio de debida diligencia al tomar en consideración para su análisis 

las condiciones particulares de la presunta víctima y la naturaleza del delito. Así, esta 

Corte desestima la alegada vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva con base 

en los cargos planteados.    

 

5.3. ¿Los autos impugnados vulneraron el derecho a la seguridad jurídica? 
 

 El accionante alega que los jueces accionados no tomaron en cuenta que el dictamen 

abstentivo de la fiscal de primer nivel fue dejado sin efecto por la fiscal provincial y 

que el primer dictamen abstentivo fue parte de la declaratoria de nulidad, posterior al 

primer sobreseimiento. A criterio del accionante, aquello derivó en una vulneración de 

su derecho a la seguridad jurídica, pues las judicaturas accionadas no habrían tomado 

en cuenta que la fiscal provincial sí consideró que existían elementos de convicción 

suficientes.  
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 El artículo 82 de la CRE establece que “[e]l derecho a la seguridad jurídica se 

fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas 

previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”. Dicho derecho 

implica que el individuo debe contar con un ordenamiento jurídico previsible, claro, 

determinado, estable y coherente que le permita tener una noción razonable de las 

reglas del juego que le serán aplicadas. El ordenamiento jurídico debe ser estrictamente 

observado por los poderes públicos, con el fin de que el individuo tenga la certeza de 

que su situación jurídica únicamente será modificada por procedimientos establecidos 

previamente y por autoridad competente, para evitar la arbitrariedad88. 

 

 Al resolver acerca de una vulneración a este derecho, no corresponde que la Corte 

Constitucional se pronuncie respecto de la correcta o incorrecta aplicación e 

interpretación de las normas infraconstitucionales. Lo que le corresponde a esta Corte 

es la verificación acerca de la existencia de una inobservancia del ordenamiento 

jurídico, por parte de la autoridad judicial, que acarree como resultado la afectación de 

preceptos constitucionales.89 

 

 De la revisión del auto de sobreseimiento, se desprende que la jueza de instrucción 

invocó el artículo 175 de la CRE, así como los artículos 226 y 228 del Código Orgánico 

de la Función Judicial (“COFJ”), normas jurídicas que fundamentan la existencia de 

una justicia especializada para las controversias que involucran a niñas, niños y 

adolescentes y su competencia. Además, la jueza fundamentó el sobreseimiento 

dictado con base en el artículo 605.2 del COIP.  

 

 Por su parte, el tribunal de apelación fundamentó su actuación en los artículos 75, 76 

numerales 2 y 7 literal l), 82 y 169 de la Constitución, el artículo 4 numeral 9 de la 

LOGJCC, los artículos 4 y 9 del COFJ, los artículos 308 y 309 del Código de la Niñez 

y Adolescencia, y el artículo 455 del COIP90.  

 

 Las normas jurídicas aplicadas por la jueza de instrucción y por el tribunal de apelación 

eran normas previas, claras y públicas existentes en el ordenamiento jurídico al 

momento en que inició el proceso penal y en que se resolvieron los autos impugnados 

en la presente acción.  

 

 Por otro lado, el accionante considera que se vulneró la seguridad jurídica porque las 

judicaturas accionadas sustentaron sus decisiones en el hecho de que habrían existido 

dos dictámenes fiscales abstentivos, sin considerar que uno de ellos fue declarado nulo. 

Al respecto, de lo expuesto en los párrafos 48 y 51 supra, esta Corte verifica que ambas 

judicaturas reconocieron que el primer dictamen abstentivo fue dejado sin efecto tras 

                                                             
88 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 989-11-EP/19 de 10 de septiembre de 2019, párr. 20; 

Sentencia No. 431-13-EP/19 de 11 de diciembre de 2019, párr. 31; y, Sentencia No. 23-20-CN y 

acumulados/21 de 01 de diciembre de 2021, párr. 56. 

89 Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia No. 2034-13-EP/19 de 18 de octubre de 2019, párrs. 21 y 

22 y Sentencia No. 1593-14-EP/20 de 29 de enero de 2020, párrs. 18 y 19. 

90 Que establece la necesidad de un nexo causal, más allá del lapsus cálami del tribunal de apelación al 

mencionar que dicha disposición pertenece al Código Orgánico General de Procesos, en lugar del COIP. 
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la declaratoria de nulidad del primer sobreseimiento. Además, las judicaturas 

accionadas fundamentaron su decisión en su propio análisis de los elementos de 

convicción que obran del expediente y que el sobreseimiento se sustentó en su 

apreciación de que tales elementos no eran suficientes para presumir la existencia del 

delito, ni la participación de la persona procesada. En consecuencia, se constata que la 

jueza de instrucción y el tribunal de apelación enmarcaron su actuación dentro de su 

competencia conforme el artículo 605 numeral 2 del COIP.  

 

 Con base en lo expuesto, esta Corte no identifica que las autoridades jurisdiccionales 

accionadas hayan incurrido en una inobservancia del ordenamiento jurídico, que haya 

conducido a una afectación de preceptos constitucionales y descarta la alegada 

vulneración del derecho a la seguridad jurídica. 

 

6. Decisión 

 

 En mérito de lo expuesto, esta Corte resuelve:  

1. Desestimar la acción extraordinaria de protección No. 2467-17-EP. 

2. Disponer la devolución del expediente del proceso a la judicatura de origen. 

3. Disponer la notificación de la presente sentencia al Consejo de la Judicatura, a la 

Fiscalía General del Estado y a la Defensoría Pública con el fin de que, a través de 

sus dependencias, realicen la difusión de los estándares relacionados con las 

obligaciones de debida diligencia reforzada de las y los operadores de justicia.  

 Notifíquese y archívese. 

 

 

  

 

 

Alí Lozada Prado 

PRESIDENTE 

 

Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la 

Corte Constitucional con seis votos a favor, de los Jueces Constitucionales Karla Andrade 

Quevedo, Carmen Corral Ponce, Enrique Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa 

Nuques Martínez y Daniela Salazar Marín; y, dos votos salvados de los Jueces 

Constitucionales Alejandra Cárdenas Reyes y Jhoel Escudero Soliz, en sesión ordinaria 

de miércoles 20 de julio de 2022; sin contar con la presencia del Juez Constitucional 

Richard Ortiz Ortiz, por uso de una licencia por enfermedad.- Lo certifico.  

 

Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL
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SENTENCIA No. 2467-17-EP/22 

 

VOTO SALVADO 

 

Jueza Constitucional Alejandra Cárdenas Reyes y Juez Constitucional Jhoel 

Escudero Soliz 

 

I. Antecedentes 

 

1. La Corte Constitucional aprobó, por mayoría, la sentencia correspondiente al caso No. 

2467-17-EP, en la que se desestimó la acción extraordinaria de protección presentada por 

C.L.Q.C. (en adelante “el accionante”).1 Dicha acción fue presentada en contra del auto 

de sobreseimiento dictado por la jueza de la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez, 

Adolescencia y Adolescentes Infractores con sede en el cantón Machala (en adelante “la 

jueza de adolescentes en conflicto con la ley”) emitido el 02 de junio de 2017, así como 

del auto que negó el recurso de apelación emitido por el tribunal de la Sala de Familia, 

Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de El Oro (en adelante “la Sala”) el 

28 de julio de 2017, dentro de un proceso de adolescentes infractores.  

 

2. En atención a que nuestro criterio no coincide con la sentencia de mayoría, con 

fundamento en el artículo 92 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional (en adelante, “LOGJCC”), formulamos respetuosamente nuestro voto 

salvado, centrándonos en el análisis del derecho a la tutela judicial efectiva alegado como 

vulnerado por el accionante, en los siguientes términos: 

 

II. Análisis constitucional 

 

3. Nos apartamos de la sentencia de mayoría porque consideramos que la falta de debida 

diligencia reforzada en el trato a las partes procesales cuando son niños, niñas y 

adolescentes, dentro de un proceso penal especial de adolescentes en conflicto con la ley, 

que trata sobre un presunto delito de violación a una niña de 4 años, en la que fueron 

procesados dos adolescentes de 16 y 13 años,2 vulnera el principio del interés superior de 

                                                             
1 No se hace referencia a los nombres de la víctima de la causa de adolescentes infractores ni la de sus 

padres para precautelar su dignidad, intimidad y no revictimización, así como la garantía de reserva, acorde 

con los artículos 11.7 de la Constitución de la República en armonía con el artículo 4, literal e) de la 

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 

(Belém do Pará); 66.20 y 78 de la  Constitución de la República; artículo 9, numerales 2 y 6, en 

concordancia con el artículo 15, numerales 2 y 3 de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres y artículo 5.20 del Código Orgánico Integral Penal y articulo 52.4 del Código 

de la Niñez y Adolescencia A fin de evitar la exposición pública del adolescente sentenciado y precautelar 

el derecho a su integridad, dignidad e imagen, se omiten sus nombres en este auto, en conformidad con los 

artículos 44 y 45 de la Constitución de la República del Ecuador y artículos 52, numeral 5; 54 y 317, inciso 

segundo del Código de la Niñez y Adolescencia. 

Asimismo, se tiene especial consideración al Art. 441 ultimo inciso del COIP: “La condición de víctima es 

independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, sancione o condone al responsable de la infracción 

o a que exista un vínculo familiar con este”. 
2 A fin de evitar la exposición pública de los adolescentes y precautelar el derecho a su integridad, dignidad 

e imagen, se omiten sus nombres en este auto, en conformidad con los artículos 44 y 45 de la Constitución 
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niñas, niños y adolescentes, así como el derecho a la tutela judicial efectiva. Un proceso 

que culmina con un auto de sobreseimiento a causa de la negligencia judicial configura, 

de forma directa, una grave vulneración a los derechos por no recibir un trato adecuado y 

especializado, ni protección reforzada, así como tampoco una respuesta judicial efectiva.  

 

4. A efectos de desarrollar nuestro argumento, abordaremos los siguientes puntos:  

 

a) Justicia especializada en materia de niñas, niños y adolescentes  

 

5. Las decisiones objeto de la acción extraordinaria de protección violan, por omisión, el 

cumplimiento al derecho a obtener una justicia especializada, que demanda considerar las 

diferencias existentes entre la justicia penal ordinaria y la de niñez y adolescencia, así 

como el principio del interés superior de la niña y los adolescentes.  

 

6. El artículo 175 de la CRE reconoce que “(l)as niñas, niños y adolescentes estarán 

sujetos a una legislación y a una administración de justicia especializada, así como a 

operadores de justicia debidamente capacitados, que aplicarán los principios de la 

doctrina de protección integral”.3 La justicia especializada implica la existencia y 

adecuado funcionamiento no solo de leyes que prevean procedimientos propios y 

expeditos (diferentes a los de la legislación penal ordinaria) sino también de instituciones. 

Además, con la presencia de jueces y juezas que no solo sean competentes en materia de 

niñez y adolescencia, sino que también estén debidamente capacitados en dicha materia.4 

 

7. El principio del interés superior del niño5 forma parte del sistema jurídico de 

protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes y es obligación del Estado 

el incluirlo en forma expresa como consideración primordial en toda decisión que afecte 

los derechos de niñas, niños y adolescentes.6  

 

                                                             
de la República del Ecuador y artículos 52, numeral 5; 54 y 317, inciso segundo del Código de la Niñez y 

Adolescencia. 
3 En ese mismo sentido, el art 40.3 de la Convención de los Derechos del niño (CDN) establece que, “Los 

Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, 

procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han 

infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes…” 
4 En el marco de la justicia especializada, los objetivos del sistema de justicia juvenil, son promover el 

bienestar de los adolescentes en conflicto con la ley y su reinserción familiar, educacional y social (Art. 

40.1 de la CDN art. 5.1 de la Reglas de Beijing y art. 309 del Código de la Niñez y Adolescencia (CNA), 

Art. 175 CRE y art. 40.3 de la Convención de los Derechos del niño (CDN).  Esto debe ser considerado por 

las y los juzgadores en materia de adolescentes en conflicto con la ley, quienes deben adoptar medidas 

especiales para su protección, así como mecanismos que permitan reducir al mínimo la judicialización de 

los casos en los que estén involucrados estos adolescentes. Además, son principios rectores de la justicia 

especializada la mínima intervención penal y la excepcionalidad de la privación de la libertad de 

adolescentes en conflicto con la ley (El artículo 37.b) de la CDN establece que la privación de la libertad 

de los adolescentes solo se dispondrá como último recurso, en armonía con el artículo 17.1 y 19 de las 

Reglas de Beijing; y acorde al art. 321 CNA. El art. 40.3.b. de la CDN reconoce el principio de mínima 

intervención penal). 
5 Este principio está reconocido en el artículo 44 de la Constitución de la República; art, 3.1 de la CDN; y 

art, 11 del CNA 
6 Comité de los Derechos del Niño. Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 

superior sea una consideración primordial (artículo 3, pár.1) 
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8. En este sentido, las autoridades judiciales que conozcan casos en los que se presuma 

que adolescentes han cometido infracciones de carácter penal, deberán tomar en cuenta 

que los adolescentes se diferencian de los adultos tanto en lo físico como en lo 

sociológico. En tal virtud, los procesos de investigación y juzgamiento deberán tener un 

enfoque diferenciado que no considere a los adolescentes como adultos7 

 

9. Del análisis de la primera decisión impugnada, es decir, del auto de sobreseimiento 

emitido por la jueza de adolescentes en conflicto con la ley penal, se tiene que la autoridad 

judicial accionada, en el considerando primero del auto impugnado, se limita a citar el 

art. 175 de la CRE (justicia especializada) y el art. 226 COFJ (existencia de juezas y 

jueces de adolescentes infractores), sin que se haya considerado la condición de la 

víctima, es decir, sin observar que la presunta víctima era una niña de 4 años.  

 

10. En relación con la segunda decisión impugnada, es decir, del auto que rechazó el 

recurso de apelación, la Sala cita el art. 364 del Código de la Niñez y Adolescencia (CNA) 

sobre la procedencia del recurso de apelación, el art. 308 del CNA sobre el principio de 

legalidad y el art. 309 del CNA sobre la finalidad del proceso de juzgamiento.  En el 

considerando 3.3.1. de dicho auto consta un acápite sobre la integridad sexual como bien 

jurídico protegido en el delito de violación.  Más allá de estas meras referencias, se 

observa que en este auto tampoco se toma en cuenta la condición de la víctima ni de los 

adolescentes. Por el contrario, la sola cita de algunos artículos del CNA no cumple con la 

obligación de todo juzgador de realizar un análisis especializado y diferenciado respecto 

a la niña y los adolescentes procesados fundamentado en normativa especializada de 

niñez, y adolescencia.   

 

11. En consecuencia, en las dos decisiones impugnadas, se trata el proceso penal especial 

desde una perspectiva adultocentrista. Es decir, no se aprecia que la autoridad judicial 

haya dado a la víctima y a los adolescentes un trato especializado y diferenciado al de los 

adultos, sino que más bien resolvió el proceso de acuerdo con las reglas generales de la 

materia penal. El hecho de no tomar en cuenta la normativa propia y especializada de 

niñez y la condición especial de la víctima terminó configurando una vulneración a la 

tutela judicial efectiva. 

 

b)  Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva por falta de debida 

diligencia reforzada en casos de procesos penales de niños, niñas y 

adolescentes.  

 

12. El derecho a la tutela judicial efectiva en procesos penales orientados a prevenir, 

investigar y sancionar todas las formas de violencia de género contra las mujeres, niñas y 

adolescentes debe ser interpretado de conformidad con las obligaciones constitucionales 

y convencionales.8 El artículo 66.3 de la Constitución, por ejemplo, obliga al Estado a 

adoptar, “las medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de 

violencia, en especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes”. A 

                                                             
7 Comité de los Derechos del Niño. Observación General 14. Relativa a los derechos del niño en el sistema 

de justicia juvenil (pár. 2). 
8 En este sentido, la Constitución reconoce y garantiza en el artículo 66.3 el derecho a la integridad personal 

y a una vida libre de violencia.   
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nivel internacional, el artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará establece la 

obligación del Estado de actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 

sancionar todas las formas de violencia de género contra las mujeres, niñas y 

adolescentes, por todos los medios apropiados y sin dilaciones indebidas.   

 

13. En este mismo sentido, es importante que la investigación reforzada se realice con el 

objetivo de promover el ejercicio de derecho de manera integral. Entre uno de los 

estándares para garantizar esta investigación reforzada es la no discriminación en la 

administración de justicia y reconociendo las necesidades específicas de niños, niñas y 

adolescentes. Así mismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha 

pronunciado en el sentido de que la violación es una vulneración grave, sistemática y 

generalizada en contra de los derechos humanos y ha señalado que este delito constituye 

una manifestación de la violencia de género en contra de las mujeres y las niñas. Por 

tanto, los procesos judiciales penales relacionados con este tipo de delitos, deben observar 

y considerar la discriminación estructural en contra de las mujeres y niñas y la 

vulnerabilidad de estas para ser víctimas de este tipo de delitos9.  

 

14. Diversas omisiones judiciales muestran que, en el caso concreto, se vulneró la tutela 

judicial efectiva por falta de debida diligencia reforzada en casos de procesos penales de 

niños, niñas y adolescentes. Por ejemplo, el hoy accionante, en calidad de representante 

legal de la niña víctima, alegó que la violación se habría producido por vía oral. A pesar 

de esta alegación, el informe médico fue incompleto, dado que únicamente se realizó la 

valoración de las áreas vaginal y anal y no de la cavidad bucal. 

 

15. Frente a este hecho, los jueces accionados se limitaron a oficiar al “Hospital a fin de 

que procedan a realizar la investigación pertinente”, sin realizar un debido control 

judicial de la actuación manifiestamente negligente de los médicos legistas y de la 

fiscalía.10  

 

16. Los juzgadores accionados tampoco consideraron la revictimización de la niña, al 

someterla a varias entrevistas psicológicas, obligándola a relatar los hechos en reiteradas 

ocasiones. En este sentido, los autos impugnados dan cuenta de varios informes 

psicológicos realizados a la niña victima a través de 3 psicólogas distintas y de una cuarta 

que estuvo presente en la Cámara de Gesell.  Además, hacen constar la valoración 

psicológica realizada por una de las psicólogas en las que se indica que “…para la niña 

le resulta incómodo hablar con los juegos con su hermano, y su primo y se queda callada 

y responde con otra pregunta, indica que no quiere hablar sobre eso”.   También consta, 

“…el informe de investigación realizado por el Cabo Primero de Policía de DINAPEN 

Walter Calvopiña, donde se establece que la niña relató a varias personas lo ocurrido 

en su contra”.11  

                                                             
9 Caso V.R.P, V.P.C y otros vs. Nicaragua, EP, F, R y C, 8 de marzo de 2018, pár. 158. 
10 En el caso concreto, a efectos de observar la tutela judicial efectiva, los juzgadores podían haber ordenado 

una ampliación del informe médico legal por ejemplo u observar la mala actuación del fiscal e incluso 

declarar la negligencia manifiesta.  
11 Frente a esto la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en el sentido de que las 

presuntas víctimas que son niñas deben ser escuchadas en un entorno que no sea hostil, intimidatorio, 

insensible o inadecuado a la edad de la niña, niño o adolescente y que el personal encargado de recibir el 

relato esté debidamente capacitado en la materia, de modo que aquél se sienta respetado y seguro al 
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17. Cabe destacar, al respecto, que las directrices sobre la Justicia en asuntos 

concernientes a los niños, niñas y adolescentes víctimas y testigos de delitos aprobadas 

por la resolución 2005/20 del Consejo Económico y Social de la Organización de las 

Naciones Unidas del 22 de julio de 2005, establecen: “31. Además, los profesionales 

deberán aplicar medidas para obtener pruebas de los niños víctimas y testigos de delitos 

a fin de reducir el número de entrevistas, declaraciones, vistas y, concretamente, todo 

contacto innecesario con el proceso de justicia”.12 En este caso, fue evidentemente 

negligente que se haya sometido a la niña víctima a relatar hechos traumáticos en 

múltiples ocasiones.  

 

18. En síntesis, los juzgadores no ejercieron un debido control judicial de actuaciones 

manifiestamente negligentes y, por ello, vulneraron el derecho la tutela judicial efectiva 

por falta de debida diligencia reforzada en casos de procesos penales de niños, niñas y 

adolescentes. En este caso, se verifica que ni los jueces accionados ni el sistema de justicia 

cumplieron con este deber y obstaculizaron irrazonablemente la posibilidad de obtener 

una respuesta adecuada a su pretensión, que cumpla con las exigencias que garantiza el 

acceso a una justicia efectiva.    

 

c) Conclusiones 

 

19. En casos análogos, las y los juzgadores deben tutelar y garantizar los derechos de la 

niña víctima. En cumplimiento de la obligación de la debida diligencia en la prevención, 

protección integral y acceso a la justicia de las víctimas de violencia de género. 

 

20. Del análisis de los autos impugnados emitidos, no se consideró la condición de la 

víctima. Tampoco se consideraron los principios de la justicia juvenil, los derechos de las 

niñas, niños y adolescentes y los estándares internacionales de derechos humanos sobre 

niñas víctimas de violación y sobre adolescentes en conflicto con la ley. Esto impidió que 

el presente caso se aborde desde una perspectiva de género, etaria y teniendo como 

consideración primordial el principio del interés superior de este grupo de atención 

prioritaria.  

 

21. Se deja claro que este análisis jurídico no es una valoración de la prueba que 

corresponde a los jueces de instancia, sino que corresponde a una verificación sobre la 

grave falta de debida diligencia en el control judicial respecto a la obtención de dos 
                                                             
momento de expresar su opinión. Hay que evitar que los niños, niñas y adolescentes se expongan a muchas 

intervenciones y tomar las medidas necesarias para evitar su sufrimiento durante el proceso y causarle 

ulteriores daños. (Caso V.R.P, V.P.C y otros Vs. Nicaragua, 8 de marzo de 2018. Pár. 166 y 167) 
12 Las Reglas de Brasilia incluye el concepto de las víctimas de delitos sexuales y recomienda evitar la 

victimización secundaria, como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia ( art. 12 y 37). Al 

respecto, la Comisión IDH, en el caso de los procesos de investigación y enjuiciamiento de los actos de 

violencia sexual, y en particular de violación sexual contra niñas y adolescentes, da cuenta que siguen 

siendo revictimizantes y marcados por estereotipos de género.  En especial es frecuente el cuestionamiento 

de la credibilidad del testimonio de las víctimas cuando se trata de niñas y adolescentes en razón de su edad.  

Sobre la revictimización producida cuando participa la niña o adolescente y su contribución con la 

recolección de material probatorio, ha dicho que, “…deberá evitarse en todo momento la revictimización 

y se limitará a las diligencias y actuaciones en donde su participación se estime estrictamente necesaria y 

se evitará la presencia e interacción de aquellas con su agresor en las diligencias que se ordenen”. 
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elementos de convicción, tanto en el examen médico como en los distintos informes 

psicológicos incluido el testimonio en la Cámara de Gesell asistido por una cuarta 

psicóloga. Estos son actos que, por falta de cuidado en la dirección del proceso y 

ejecución del mismo revictimizaron a la niña, constituyen un incumplimiento de los 

artículos 75 y 76.4 y 78 CRE, mismos que debían ser subsanados por los jueces. Por estas 

razones consideramos que la acción extraordinaria era la garantía jurisdiccional idónea 

para corregir estas deficiencias judiciales y, consecuentemente, debía ser aceptada.  

 

22. Finalmente, si bien en el derecho puede darse circunstancias que impidan retrotraer 

los hechos al estado anterior de la vulneración, la restitución no es el único mecanismo 

de reparación integral. Esta Corte debe garantizar a la niña victima la satisfacción de sus 

derechos en el ámbito físico y psicológico, así como la compensación en equidad y la 

reparación material a la que habría lugar, a cargo de las instituciones de la Función 

Judicial que incurrieron en las referidas omisiones judiciales. Así mismo, consideramos 

que se debe ordenar el cumplimiento de estándares constitucionales y convencionales de 

derechos fundamentales como medida de no repetición, a fin de que estos hechos no se 

vuelvan a repetir.      

 

 

 

 

Alejandra Cárdenas Reyes            Jhoel Escudero Soliz 

     JUEZA CONSTITUCIONAL   JUEZ CONSTITUCIONAL 

 

Razón.- Siento por tal que el voto salvado de los Jueces Constitucionales Alejandra 

Cárdenas Reyes y Jhoel Escudero Soliz, anunciado en la sentencia de la causa 2467-17-

EP, fue presentado en Secretaría General el 29 de julio de 2022, mediante correo 

electrónico a las 13:50; y, ha sido procesado conjuntamente con la Sentencia.- Lo 

certifico. 

 

Firmado electrónicamente 

Aída García Berni 

SECRETARIA GENERAL 
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